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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Mario Silvera. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gerardo Amarilla, José Andrés Arocena, Carlos Corujo, Aldo 
Guerrini, Susana Pereyra y Edgardo Rodríguez. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, arquitecto 
Jorge Patrone, Subsecretario; doctor Gerardo Siri, Director General de Secretaría; asistente 
social Lucía Etcheverry, Directora Nacional de Vivienda. (ver exposición) 


Por OSE, doctor Daoiz Uriarte, Secretario General e ingeniero Milton Machado. (ver 
exposición) 


Catedráticos, doctores Ricardo Gorosito, titular de la cátedra de Derecho Ambiental de 
UCUDAL, Eduardo Esteva, titular de la cátedra de Derecho Constitucional de UM y 
Marcelo Cousillas, titular de la cátedra de Derecho Ambiental UM. (ver exposición), 


SEÑOR PRESIDENTE (Silvera Araújo).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Antes de recibir a nuestros invitados, quiero señalar que la señora Ministra de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente comunicó que por motivos de agenda no puede concurrir el 4 de mayo a 
efectos informar acerca del derrame de petróleo, pero sí el 11 de mayo. 


(Diálogos) 


También, quiero informar que los catedráticos no van a poder concurrir hoy aquí, porque están en la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación General y Administración. Por lo tanto, propongo que se los 
invite para el 4 de mayo. 


(Ingresan a Sala autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de 
OSE) 


——- La Comisión tiene el agrado de recibir a una delegación del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, integrada por el señor Subsecretario, arquitecto Jorge Patrone; por la Directora 
Nacional de Vivienda, asistente social Lucía Etcheverry; por el Director General de Secretaría, doctor 


Gerardo Siri, y a una delegación de OSE, integrada por el Secretario General, doctor Daoiz Uriarte, y por el 
ingeniero Milton Machado, a los efectos de conocer su visión del importante proyecto a estudio referido a 
conexiones a las obras de saneamiento, que comenzaremos a abordar. Por lo tanto, era ineludible conocer su 
opinión al respecto para ilustrarnos y tener una composición más exacta del tema. 


SEÑOR PATRONE.- Queremos comenzar nuestra intervención en esta Comisión señalando dos 
aspectos que son, a nuestro juicio, primordiales de establecer. 


En primer lugar, desde el Ministerio entendemos que trabajar en conjunto con las Comisiones es una buena 
práctica y una buena manera de avanzar en el tratamiento de los proyectos de ley presentados por el Poder 
Ejecutivo, de manera de aclarar los temas y a su vez recoger aquellos elementos que pueden perfeccionarlos. 
Por lo tanto, este tipo de acciones nos parecen francamente positivas, en el acuerdo o en el desacuerdo, 
siempre en el entendido de que vamos a estar trabajando todos juntos para lograr una mejor concreción de 
aquellos aspectos que nos interesan. 


La segunda reflexión tiene que ver con el motivo por el que la Ministra no ha podido asistir. Estamos 
embarcados en una relación con las comunidades que tiene que ver, entre otras cosas, con la difusión de 
actividades y con la presentación de proyectos que nuestro Ministerio está encarando. 


Dicho esto, queremos también señalar que este proyecto se enmarca en las líneas estratégicas que definen la 
política de vivienda establecida en el Plan Quinquenal, que fueron oportunamente aprobadas en el 
Presupuesto a finales del año pasado. Por lo tanto, no es un elemento aislado sino parte de una batería de 
medidas del Ministerio a fin de abordar este tema. No hay que pensar que se trata solo de un servicio 
descentralizado que encara un tipo de soluciones sino que las acciones que este servicio está realizando son 
parte del diseño de una política más global que implica necesariamente el considerar todos los elementos. No 
es conveniente enfocarse en un solo aspecto. De cualquier manera, este aspecto en particular necesita por 
supuesto de las consideraciones que se establecen en el informe que se presenta para avalar el proyecto de ley 
y en el articulado. 


Debemos también dejar claro que este tema implica además aspectos sanitarios, de calidad de vida, que son 
muy caros para nuestra visión de una política de vivienda. La política de vivienda no está estrictamente 
relacionada con el hecho físico que alberga a una familia o a las distintas formas de expresión de familia que 
tiene hoy día la sociedad, tiene que ver también con otros elementos que pasan por lo infraestructural este es 
un ejemplo claro porque tiene que ver con las infraestructuras y también comprende los demás servicios que 
complementan la calidad de vida, como ser la educación, el ocio, el trabajo, y los servicios que se brindan a 
nivel urbano. 


En ese sentido y en esa concepción es que este proyecto está presentado. Tiene sus fortalezas, veremos si 
ustedes le han encontrado debilidades y mucho agradeceríamos saberlas para poder discutirlas con mayor 
franqueza. 


Pido autorización al señor Presidente de la Comisión para que el doctor Uriarte realice una exposición sucinta 
de los elementos centrales de este proyecto de ley, a los cuales nosotros nos estamos abocando con mucho 
entusiasmo. 


SEÑOR URIARTE.- Este proyecto se viene trabajando desde 2006 y 2007, y previo a ello se fueron 
recabando diversas voluntades. A fines de 2007 o principios de 2008 tuvimos una reunión con el 
Congreso de Intendentes y les planteamos esta necesidad. Recibimos un gran apoyo y se abrió un 
período de unos noventa días para que nos hicieran llegar alguna formulación o cuestionamiento que 
tuvieran, y recibimos solo dos propuestas que se incorporaron. 


A partir de allí se elaboró ese proyecto que no tuvo suerte porque llegó al Parlamento casi al final de la 
Legislatura. Con el cambio de Gobierno se volvió a replantear esto por parte del Ministerio. Se le hicieron 
pequeños ajustes pero importantes, porque también se logró incorporar algunas modificaciones, 
exoneraciones con respecto al Decreto-Ley N” 14.411, lo que nos permitió un régimen más flexible de 
aportación. Esto también fue conversado con el Banco de Previsión Social. Inclusive, parte de los artículos 
fue redactada con anuencia del Presidente del Banco, maestro Murro, con quien hemos conversado. También 
esto fue conversado en la sede de DINAGUA con COASAS, la Comisión Asesora. O sea que se ha tratado de 


recoger todas las opiniones. Por supuesto, en esto también participó la Intendencia Departamental de 
Montevideo, que es un actor fundamental en este tema en la medida en que el saneamiento es manejado por 
la Intendencia. 


En definitiva, este proyecto es el resultado de todas las modificaciones y propuestas que se recogieron. Por 
supuesto, esto no quiere decir que no sea perfectible siempre lo será, pero sí que la preocupación fue llegar a 
este ámbito con un consenso bastante importante y creo que lo logramos porque todo el mundo nos manifestó 
su conciencia y voluntad respecto a la necesidad de esto. 


Ustedes ya deben haber visto la exposición de motivos. Los temas fundamentales son: calidad de vida, salud 
pública y protección del medio ambiente. Hoy nos encontramos con que unas cincuenta mil familias podrían 
estar conectadas a las redes de alcantarillado y no lo están. Esto ha implicado que durante mucho tiempo 
tengamos redes ociosas, con lo que cuesta mantenerlas, y hay cuadras en las que se han conectado cuatro o 
cinco personas pero otro tanto o más están sin conexión. El resultado es que no se ha logrado frenar la 
contaminación ambiental, no tenemos seguridad desde el punto de vista sanitario y de la calidad de vida de 
esas personas, no importa las razones por las que no se han conectado algunas por problemas económicos y 
otros por negligencia, lo que sigue siendo un problema porque todos sabemos que la calidad de vida 
individual, en definitiva, también afecta a la calidad de vida del cuerpo social en su conjunto. 


Esa es la motivación por la que se ha planteado este proyecto de ley. Básicamente toma en consideración el 
artículo 47 de la Constitución. En su momento, tomamos en cuenta las disposiciones constitucionales sobre 
salud. 


Hay que tomar en cuenta la inversión económica que esto significa, que es de gran magnitud. OSE tiene 
previstos para este período unos 20:000.000 de inversión en saneamiento para volcar en obras de gran 
magnitud como son las obras de Ciudad de la Costa. Estamos hablando de que Ciudad de la Costa va a ser la 
segunda ciudad del país si sigue con este crecimiento. También está lo relativo al eje Maldonado-Punta del 
Este. Todos sabemos lo que representa desde el punto de vista turístico y económico para el país. Y, a su vez, 
hay otras obras como las de Las Piedras, Paysandú y Salto, centros urbanos de gran importancia. En esa 
situación, si no tenemos un importante nivel de conexión, no vamos a lograr el objetivo. Hay que señalar 
también que las redes tampoco funcionan correctamente si no tienen la cantidad de conexiones necesarias 
para funcionar. En definitiva, estos son los elementos importantes que estamos tomando en cuenta. 


Cabe señalar que un artículo de la Ley N* 17.555 establece la obligatoriedad de la conexión. Si tuvieron 
tiempo de consultar sobre este tema sabrán que, si bien se establece la obligatoriedad, no se fija ninguna 
sanción. Ni siquiera está bien expresado porque, por un lado, dice que es obligatoria la conexión pero, por el 
otro, establece que las personas se podrán exonerar de esa obligación. O sea que este texto es confuso y 
nunca se pudo aplicar; como no tiene sanción, nunca encontramos la forma de aplicarla. 


Entrando directamente en el proyecto, cabe señalar que en el artículo 1” se establece la declaración de interés 
general. En el artículo 2* se dispone la obligatoriedad de conexión para todos los propietarios o promitentes 
compradores de inmuebles con frente a la red pública de saneamiento que cumplan con las siguientes 
condiciones: que sus construcciones tengan abastecimiento de agua, cualquiera sea su origen; que las 
construcciones de cualquier tipo sean utilizadas para el uso humano o que requieran algún tipo de instalación 
sanitaria. Solo pueden excepcionarse aquellos inmuebles que, por la cota, no sean idóneos para el 
saneamiento por gravedad. Esto lo agregamos luego cuando nos dimos cuenta de que había inmuebles que 
era imposible conectar porque requerían un bombeo, cosa que no podíamos exigir a los particulares. Son muy 
pocas las excepciones, pero había que establecerlas porque requieren de una solución individual. 


Se establece la obligación de dar publicidad a las actuales redes y a las que se construyan en el futuro. Si bien 
esto lo hemos hecho en forma informal, si vamos a establecer la obligación de los vecinos de conectarse, 
también debe ser obligatorio que esté publicado y que la gente esté informada de por dónde pasan estas redes. 


Con respecto al plazo para la conexión, la idea fue poner un plazo de un año para los lugares donde ya 
tenemos red. Si bien es cierto que ya están, por lo menos damos a la gente un año para que busque la solución 
de conectarse. Cuando se trate de obras a futuro, ponemos plazos más largos. Recién después de que la obra 
esté terminada, se publicará y se pondrá el plazo de dos años. 


En cuanto al artículo 5%, cabe señalar que en conexión con las Intendencias Departamentales se dispuso que 
antes de otorgar el permiso de construcción, la Intendencia debe exigir la solicitud de conexión a la red. Es un 
trámite muy simple. Tal como se exige otro tipo de documentación, se pide esto para que la gente esté 
advertida de que tiene que conectarse. 


En el artículo 6” se establece la multa. ¿Qué se busca con la multa? No hay un fin recaudatorio; a nadie le 
interesa cobrar la multa. Se establece como máximo el equivalente al ciento por ciento del consumo de agua 
de cada mes. ¿Qué significa esto? Ustedes saben que la tasa de saneamiento es el 60% del consumo de agua y 
estamos llevando la multa al 100% para que a la persona le resulte más caro no estar conectado que 
conectarse. Es una forma punitiva de obligarla a conectarse. Repito que no hay un interés de cobrar la multa 
sino que se busca que la gente comprenda que tiene que conectarse. 


Tenemos una situación especial y es la de las industrias y comercios. Por lo general, las industrias y 
comercios que consumen mucha agua, tienen abastecimiento propio. Como tienen abastecimiento propio, 
consumen poca agua potable pero vierten mucha agua al saneamiento. Entonces, se le hace una estimación 
técnica de cuánto es el vertido. Esto ya estaba previsto en el reglamento de la Intendencia de Montevideo. 
Vamos a poner el caso de una empresa pesquera o de una empresa que trabaja con alimentos, que usa mucha 
agua. Este tipo de empresas usa agua de pozo, porque sería muy caro utilizar agua potable, pero vuelcan 
mucha agua al saneamiento. 


Por supuesto, el artículo 8” es fundamental, porque establece la obligación y la potestad para OSE y la 
Intendencia de financiar, e inclusive subsidiar, a aquellas personas que no pueden pagar. En la actualidad, 
OSE financia hasta en treinta y seis cuotas para acomodar la sanitaria interna, porque en general los pozos 
están orientados hacia el fondo de la casa por lo que es necesario reorientar la instalación sanitaria hacia el 
frente. Esto implica un costo de alrededor de US$ 800 y US$ 1.000 y según la franja de la población, para 
algunos se les hace difícil y para otros imposible costearlo. La Intendencia ya tiene potestades para subsidiar, 
pero OSE no y a través de esta herramienta podemos hacerlo inclusive en forma total para aquellas franjas de 
población en general atendidas por el MIDES que se ven imposibilitadas, que ni siquiera pueden financiar 
esas Obras. 


Hay otra franja cuyo ingreso del núcleo familiar es de veinte o setenta Unidades Reajustables que atendemos 
con financiación. No es que no puedan pagar, lo que no pueden es abonarlo al contado, por lo que le 
brindamos una financiación de treinta y seis meses y durante ese lapso se les exonera del cargo variable. 
Queremos tener mayores potestades para poder flexibilizar aún más para el caso de que sea necesario. 


Respecto a la exoneración, estos artículos fueron conversados y redactados en acuerdo con el Banco de 
Previsión Social. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- ¿Puede reiterar la franja de ingresos del núcleo familiar? 


SEÑOR URIARTE.- Entre veinte y setenta Unidades Reajustables. La idea es otorgar la mayor 
flexibilidad para trabajar permanentemente con los datos que maneja el MIDES, el PIAL, etcétera y 
con los diversos convenios que tenemos para adaptar el plan a cada situación. Ustedes ya conocen el 
plan de conexión de saneamiento que explicitamos hace unos días. 


SEÑOR AMARILLA.- Siempre hablando de las obras tendientes a aceptar la conexión, no a la tasa de 
conexión. 


SEÑOR URIARTE.- Continuamos exonerando la tasa de conexión y lo seguiremos haciendo. 


SEÑOR AMARILLA.- ¿En todos los casos? 


SEÑOR URIARTE.- Sí, en todos los casos, porque la intención es facilitar al máximo la conexión, 
inclusive quienes pueden pagar también los estamos exonerando de la tasa de conexión. 


Como ven, continuamos hablando de las condiciones que tienen que ver con la posibilidad de exoneración, 
porque la idea no en obras grandes, por ejemplo, una empresa de construcción grande no requiere 


exoneración, se está incluyendo dentro de la obra es la exoneración de las conexiones individuales y facilitar 
por ejemplo a los pequeños empresarios, unipersonales, cooperativas sociales, etcétera. Se cumple con los 
aportes a la seguridad social que existen, pero se regulan a través de Industria y Comercio que es un régimen 
más flexible. El Certificado de la Intendencia Departamental respecto a la necesidad de viabilidad de la obra 
ya alcanza para que la persona pueda hacer los aportes de acuerdo al régimen de Industria y Comercio. 


En este artículo se prevé una obligación impuesta para OSE y para la Intendencia de presentar anualmente a 
la Dirección Nacional de Aguas DINAGUA, la información de la cantidad de conexiones de red, porque de 
esta forma se puede hacer un seguimiento de cómo va avanzando el nivel de conexión. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO 
AMBIENTE.- A los efectos de adaptar el texto a la realidad, hay que aclarar que se trata de la 
Dirección Nacional de Aguas, DINAGUA. 


SEÑOR URIARTE.- El artículo 14 prevé la creación de una nueva figura delictiva. Si me permiten, 
como docente en materia de derechos humanos quisiera expresar que soy absolutamente restrictivo 
respecto a la creación de nuevas figuras penales. Pero en este caso, creo que resulta imprescindible. La 
razón es que quien hace una conexión irregular al saneamiento más grave aún es la experiencia que 
hemos tenido respecto a la conexión al saneamiento de las aguas pluviales genera un daño ambiental y 
un peligro sanitario de mucha gravedad. En este sentido, quiero llamarles la atención porque cuando 
estábamos estudiando esta posibilidad llegamos a la conclusión de que si fue necesario establecer una 
figura delictiva para la conexión irregular a la televisión por cable no es que lo quiera cuestionar, me 
parece que esto es mucho más importante desde el punto de vista de la afectación del interés público. 
Sobre todo en el interior cuando llueve la gente se queja y dice que el saneamiento está mal 
programado, pero no es eso; lo que ocurre es que hay una cantidad de gente que conectó las aguas 
pluviales irregularmente al saneamiento y quienes son del interior saben lo que eso significa. Cuando 
era asesor letrado de la Junta Departamental veía que los jueces con sano criterio, cuando recibían una 
denuncia de esa índole inclusive, se ha detenido a las personas que estaban picando el caño para 
conectarse, haciendo un destrozo brutal no tenían una pena para aplicar, porque obviamente los tipos 
delictivos solo se aplican en forma estricta y no se puede hacer analogía ni integración. Entonces, se 
buscó la forma que nos pareció más leve, pero es importante establecer que se trata de una conducta 
punible. Además, se le agregó algunas conductas que agravarían la situación, en particular cuando la 
gente revista la calidad de ex funcionario o funcionario de OSE o de la Intendencia de Montevideo, 
porque lamentablemente tenemos que reconocer que gran parte de quienes realizan esos trabajos son 
funcionarios que conocen por dónde pasa la red. 


El artículo 15 establece la autorización para OSE y para la Intendencia de realizar inspecciones en los 
inmuebles para comprobar las transgresiones. Quiero hacer una salvedad porque alguien me planteó que esto 
sería una violación a la Constitución. No es así. Si la persona se niega, obviamente, esto lo que significa es el 
pedido de autorización al juez a ingresar para comprobar las transgresiones. Hoy en día, casi podemos 
animarnos a decir, técnicamente, quién está transgrediendo, porque la información geográfica informática nos 
permite ver quién tiene conexión de agua y alguien debe estar vertiendo efluentes de alguna forma quizá 
todavía tiene pozo negro; en ese caso, deberemos aplicar la obligatoriedad de la ley. 


(Se retira de Sala el señor Subsecretario de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, arquitecto 
Jorge Patrone) 


——- El artículo 16 establece: "A partir del tercer año de promulgada esta ley, el Registro Público de la 
Propiedad Inmueble" estamos dando un margen bastante importante, porque esto también requiere 
organización y documentación "no inscribirá ningún documento en que se transmita por cualquier título el 
dominio de inmuebles con construcciones sin la constancia notarial de que se obtuvo el certificado de la 
Administración de las Obras Sanitarias del Estado (OSE) o de la Intendencia Municipal de Montevideo en su 
caso, que acredite la conexión a la red pública de saneamiento [...]". Sé que puede parecer pesado agregar una 
condición más a las ventas y transferencias, pero esto es realmente de importancia. Tal vez, en algún 
momento logremos un certificado único, pero es importante que esto se controle en el momento de la 
transferencia; de lo contrario, quien compra, agarrará un presente griego. 


El artículo 17 refiere a las derogaciones que corresponderá hacer. 


Básicamente, ha quedado presentado el proyecto. 


SEÑOR AMARILLA.- Agradezco la presencia de las autoridades del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente; el señor Subsecretario tuvo que retirarse, pero 
seguramente el Director General estará a cargo de dirigir la delegación del Poder Ejecutivo. 


Consideramos que el asunto que estamos analizando es muy importante. Precisamente, pedimos una reunión 
con las autoridades del Poder Ejecutivo y del servicio descentralizado que cumple la función respectiva y 
también con representantes de algunas cátedras de Derecho, porque estamos reglamentando por ley un 
derecho que está establecido en la Constitución de la República y ello tiene sus consecuencias jurídicas. Por 
lo tanto, queremos cerciorarnos de estar actuando en el marco de la constitucionalidad de nuestro país. 


Queremos formular algunas preguntas sobre la exposición que se ha hecho con relación a este asunto. El 
señor Director comenzó haciendo referencia a los años 2006 y 2007. Nosotros tenemos alguna referencia 
sobre otros proyectos de Administraciones anteriores; de alguna manera, es importante ver los antecedentes. 
Realmente, no he tenido tiempo de pedir a Información Legislativa los proyectos anteriores ni los argumentos 
que supongo que se han volcado en las Comisiones respectivas sobre esos proyectos, pero considero que es 
bueno conocer los antecedentes y saber por qué en esas instancias no se aprobaron sabemos que el proyecto 
del Período legislativo anterior no prosperó porque no se llegó a tiempo y qué argumentos se esgrimieron en 
esa oportunidad en el seno de este Parlamento, a efectos de conocer la historia fidedigna del proceso de este 
tema. 


El funcionario de OSE hizo referencia a los fundamentos por los que se requiere consagrar esta normativa y 
marcó la necesidad de volumen en las conexiones para que el sistema funcione físicamente digamos y para 
amortizar la obra, permitiendo su continuación. Asimismo, hizo alguna referencia a la contaminación. 
Invertiría el orden, porque, en realidad, a mí no me preocupa tanto el presupuesto de OSE como la 
contaminación; para mí, ese es un tema serio y grave. 


En función de ello, me interesa saber si el organismo ha hecho mediciones de contaminación en los lugares 
en los que existe red no sé si tendrán aquí los datos y hay gente sin conectar. Tengo en mi poder algún 
informe sobre la localidad de Rivera, que me preocupa no solo por ser de allí, sino porque, además, está en 
una zona de recarga del acuífero Guaraní; están las ciudades de Rivera y de Tranqueras, donde se han 
iniciado las obras. Queremos saber si a nivel nacional se tiene un registro de contaminación de napa freática 
en las zonas en las que hay redes y ausencia de conexiones. Es importante saberlo porque, de alguna forma, 
esto da razones para mí, de peso para avanzar en este proceso. 


Por último, con respecto a las multas, hay dos aspectos que me preocupan. 


En primer lugar, me preocupa el concepto de la multa. Se dijo que la idea no era cobrar multas para recaudar. 
En derecho ambiental hay una premisa que establece, desde el año 1970 cuando se creó la EPA: "El que 
contamina, paga". Después, se agregó una frase, resultando: "El que contamina, paga y repara". El problema 
es el siguiente. ¿Con esta multa estamos habilitando a contaminar, pagando? Si hago una conexión de OSE y 
tengo poca utilización, quizás pago $ 200 o $ 300 por mes; ¿pagando $ 600 estoy autorizado a contaminar? 
Me preocupa porque, en definitiva, este concepto puede significar tal vez, no en la regla, pero sí en las 
excepciones que se puedan generar un cheque para que la persona, pagando $ 600 apenas US$ 30 pueda 
contaminar y, tal vez, echar sus efluentes en un antiguo pozo. Me preocupa. 


En segundo término, desde el punto de vista de las garantías, me preocupa el artículo 7”, que me parece que 
es dar un cheque en blanco a la Administración. No he revisado mucho el Código Tributario ni el análisis que 
hizo el profesor Valdés Costa, pero ¿podemos aprobar una ley en la que se dé una paramétrica muy amplia 
para que el Poder Ejecutivo establezca los montos de las multas? No sé si no debemos ajustar ese detalle, 
porque estaríamos entrando en un camino escabroso en el que no damos garantías al administrado si sobre un 
dictamen técnico particular e individual la Administración establece el monto de la multa en forma casi 
arbitraria. 


SEÑOR SIRI.- Con respecto a la segunda interrogante del señor Diputado Amarilla, que refiere al 
aspecto de la multa y si esta habilita a contaminar, quiero decir que es válida, porque eso puede 
generarse. Este servicio descentralizado y, eventualmente, el Gobierno Departamental de Montevideo, 


tienen la competencia para establecer la multa de la sanción frente al incumplimiento de la 
obligatoriedad de la conexión. En materia medioambiental, las autoridades y las dependencias 
correspondientes que tienen esa competencia serán las encargadas de sancionar como corresponda 
algún evento de contaminación ambiental puntual o que se desarrolle en el tiempo. Hay una Dirección 
Nacional de Medio Ambiente que, eventualmente, puesta en conocimiento de un evento de esa 
naturaleza, procederá a la clausura, sanciones y demás. De lo contrario, sería establecer competencias 
de control de medioambiente en la órbita de este Servicio Descentralizado que no tiene. 


SEÑOR URIARTE.- En primer lugar, con respecto a los antecedentes, los hemos consultado. En 
particular, mencioné la Ley_N” 17.555. En realidad, el origen del artículo 64 de la Ley N” 17.555 
correspondía a un proyecto bastante más completo que tenía OSE. Hasta donde pude recabar los 
antecedentes, se terminó estableciendo un artículo en un proyecto de Rendición de Cuentas porque no 
se había llegado a acuerdo sobre quién y cómo se iban a establecer las sanciones. 


Hay que tener en cuenta que en aquel momento el artículo 47 no estaba aprobado y, en realidad, uno de los 
temas en discusión fue si eso implicaba la obligación para los servicios que estaban concesionados y que no 
eran del Estado. 


Hoy tenemos una particular situación: estos servicios son y solo pueden ser administrados por el Estado, pero 
en aquel momento formó parte de la discusión. De todas formas, es válido consultar los antecedentes de las 
otras normas. 


Cuando intentamos utilizar el artículo 64 nos dimos cuenta que no se podía porque no lo permitía el texto; no 
estaba establecido quién sancionaba, etcétera. 


Respecto a la contaminación creo que el doctor Siri ha sido muy claro. Cuando recogimos alguna muestra 
contaminada nos pusimos en contacto con DINAMA que es el organismo al que le corresponde sancionar. 
Recuerdo el caso de Ciudad de la Costa donde la afectación era sumamente importante. Incluso, la gente que 
se abastecía con pozos de agua estaba recibiendo grandes cantidades de contaminación orgánica. 


En lo que refiere a la multa, el objetivo no es recaudar sino que esta sea lo suficientemente gravosa como 
para obligar a la persona a conectarse. La idea no es obligarla a conectarse debido al costo de la multa, sino 
porque no le sea rentable pagarla. Fíjense que por saneamiento se paga el 60% del valor de la factura de agua. 
Si la persona hoy está pagando $ 300 de agua, en lugar de tener el servicio de saneamiento y pagar $ 180 
más, va a tener que pagar $ 300 más, en total pagará $ 600. Parece absurdo que la persona, por no conectarse, 
pague más. Además, hay que tener en cuenta que si utiliza el servicio de barométrica, un camión hoy está 
saliendo alrededor de $ 700. Si el motivo por el cual una persona no se quiere conectar es el económico, 
como van a haber subsidios y financiaciones, eso deja de tener sentido. La multa está pensada para que sea 
más gravoso pagarla que no estar conectado. Seria una decisión absurda pagar la multa y no conectarse 
porque el único costo que implicaría conectarse sería acomodar la sanitaria interna y para eso va a existir 
financiación o subsidio llegado el caso. 


En lo que refiere a la multa respecto a la parte industrial y comercial, no solo consulté al doctor Valdés Costa 
sino también al doctor Rodríguez Villalba que es una de las personas que más ha escrito en estos casos y hay 
muchas referencias a impuestos, gravámenes esta es una multa donde se establece el monto máximo que sería 
el cien por ciento, pero la forma de determinación del valor tiene que ver con condiciones técnicas. Por 
ejemplo, en materia de contrabando, la multa va a recaer sobre la evaluación que se haga de cuánto serían los 
impuestos y qué tasa de importación pagaría. Podríamos poner varios ejemplos en ese sentido. Hay que tomar 
en cuenta que acá no es OSE o la Intendencia quien fijará el valor de la multa sino que se pueda hacer la 
evaluación técnica. Es decir, cuánto está vertiendo esta persona al saneamiento. 


Yo tengo una industria que procesa diez toneladas de pescado mensual, entonces, cuánto está vertiendo a 
saneamiento; cuánto es el agua que está manejando. Esa es la idea. 


SEÑOR AMARILLA.- En la administración aduanera está establecido el monto de la multa en 
referencia al valor comercial de la mercadería que lo estipula una Comisión de aranceles y que, en 
definitiva, es una garantía para el administrado establecida en la propia ley del Código Aduanero. 


Quisiera conocer las condiciones técnicas; quién las establece; sobre qué base. Si se me dice que será según 
los metros cúbicos que una Comisión técnica con las garantías del Decreto 500 hacia el administrado 
establece que vierte esa finca al saneamiento, se hará una paramétrica en función de los mismos y pagará 
tanto de multa, me parece correcto que lo establezca la ley, pero no me surge del texto de este artículo. Quizá 
habría que desarrollarlo un poquito porque me temo que estamos dando a la Administración una base en la 
cual dejamos en una cierta indefensión al administrado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer una puntualización sobre este tema. 


Coincidiendo con lo que dice el Diputado preopinante, entiendo que al tener la multa una naturaleza punitiva 
tenemos que aplicar el principio de reserva de ley. No se trata solo del hecho generador de la infracción sino 
también de la pena. La sanción tendría que estar determinada en el texto normativo; no específicamente el 
monto pero sí las distintas variables que deben ser tomadas a los efectos de fijar el guarismo punitivo. Al 
estar en una materia que por su naturaleza es punitiva requiere entiendo yo, justamente, del principio de 
reserva de ley. Es decir, que estén fijados los parámetros dentro del marco normativo. Obviamente, la 
Administración con sus capacidades técnicas evaluará y actuará en consecuencia, eliminando así lo que en 
estos casos nunca puede dejarse pasar: la discrecionalidad de la Administración. 


SEÑOR SIRI.- El tema es que la situación misma que es la del propietario o promitente comprador 
que cuente con abastecimiento propio, impone procurar un mecanismo para cuantificar esa multa que 
se ata a las determinaciones técnicas, como bien decía el doctor Uriarte. Esto se da en el marco de un 
procedimiento administrativo, con todas las garantías para el administrado y la potestad de la 
Administración no deja de estar reglada o vinculada a esos procedimientos técnicos. De otra manera, 
estaríamos cayendo en una determinación de la multa cuantificable de acuerdo a valores fijos que se 
aleja por completo de lo que pueden significar las situaciones particulares que se puedan dar. Creo que 
ese es el fundamento de la norma a los efectos de atar la multa al eventual cálculo que haga la 
Administración de acuerdo a esos procedimientos técnicos respecto de los cuales ese administrado va a 
poder ejercer las garantías previstas en el Decreto 500 y toda la normativa legal y constitucional 
aplicable. 


SEÑOR URIARTE.- Obviamente, entendimos que al hacer referencia a la estimación técnica, tiene que 
haber un fundamento técnico detrás, pero si de lo que se trata es de una estimación técnica en base a 
los consumos o vertidos, el artículo siempre es perfectible, mejorable y no tenemos inconveniente en 
que se modifique. La intención no es multar sino que a la gente le salga tan cara la multa que le sirva 
más cumplir con el saneamiento. 


Esta redacción la tomamos de alguna norma que tiene la Intendencia, pero siempre es perfectible. Reitero que 
tampoco podemos fijar un monto fijo porque esto puede incluir desde un lavadero a una procesadora de 
pescado. Entonces, la evaluación de la parte comercial e industrial solo puede ser realizada mediante una 
estimación técnica. Obviamente, se puede estipular cuál sería la base de la estimación pero no es posible 
establecer, reitero, un monto fijo. 


SEÑOR CORUJO.- En los artículos 7” y 8” se plantean competencias de OSE y de la Intendencia 
Municipal de Montevideo. Quizás sería bueno integrar los lugares en que hay unidades de gestión 
desconcentrada, como sucede en Maldonado. 


SEÑOR URIARTE.- La unidad de gestión desconcentrada es parte de OSE y no existe ningún 
problema. La única dificultad podría ser con la empresa Aguas de la Costa porque, aunque nosotros 
tenemos el 60% del capital accionario, en parte sigue siendo privada. De todas formas, al ser Aguas de 
la Costa una concesión del Estado realiza una actividad por cuenta del mismo y terminará siendo del 
Estado el día que venza la concesión. 


Reitero que la unidad de gestión desconcentrada es OSE y que Aguas de la Costa, por ser una concesión del 
Estado, está incluida. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Compartimos totalmente el proyecto, sobre todo por el objetivo que persigue, 
pero queremos aprovechar la presencia de la visita para clarificar algunas cuestiones que, quizás por 
nuestra propia ignorancia, no entendemos en su totalidad. 


El plazo de conexión que se fija es de un año cuando la obra ya existe y de dos años para el caso de obras 
nuevas, con la salvedad que me parece muy bien de que, tanto OSE como la Intendencia, podrán conceder 
prórrogas de acuerdo con razones de índole socioeconómica que se establecerán en la reglamentación que se 
dicten. Me parece que con este mecanismo se van a conceder las prórrogas pero surge cierto temor al ver 
cómo funcionan las cosas porque todo es bastante lento. A veces uno va a pedir una autorización a la 
Intendencia para hacer un corte de pavimento y es toda una historia. Entonces, querer conectarse no solo 
depende de la voluntad de la persona sino de la velocidad en la que funcionan los organismos. Comento esto 
porque, en lo personal, me ha sucedido una anécdota relacionada con este tema. Quizás en la expresión 
"razones de índole socio económica" ya queda contenido todo eso pero me refiero a los enlentecimientos 
debidos a la propia tramitación. Aunque parezca muy sencillo obtener una autorización en la Intendencia, a 
veces no es así y eso se suma a las ocupaciones diarias por lo que uno demora muchos días para obtenerla. 
También es posible que esto se aclare en la reglamentación. 


En el artículo 8* se habla de los subsidios y del financiamiento y yo quisiera saber si sería posible y 
conveniente establecer las franjas. Habitualmente, hablamos de las "familias MIDES" pero hay otras que no 
accedieron en su momento al Plan de Equidad y tienen muy bajos ingresos, como los jubilados que ganan 

$ 4.000 y no están formalmente dentro de esa población por distintas razones pero que entran en la categoría 
de la población que podría acceder al subsidio. Quisiera conocer la opinión de ustedes que, seguramente, han 
profundizado mucho más en todo esto en cuanto a cómo podríamos dejar clara esa situación. También hay 
una franja que no es población MIDES pero que tiene ingresos bajos trabajadores que ganan menos de 

$ 10.000 o familias que tienen un par de ingresos que no suman más de $ 13.000 a $ 15.000 y debería quedar 
claro si dispondrá de una financiación y quizás una parte de subsidio. Tal vez sea más adecuado incluir esto 
en la reglamentación. Esta es una preocupación que las personas van a plantear y si estamos estableciendo 
una obligación, debemos buscar herramientas concretas para hacer viable todo esto. 


Me parece bien lo que se plantea en el artículo 9%, pero me gustaría que explicaran el literal D) porque aunque 
creo entenderlo debemos tener la mayor precisión posible. 


En el artículo 10 se hace referencia a que para gozar de la exoneración prevista en el artículo anterior, las 
obras referidas deberán ser contratadas mediante convenios celebrados con instituciones públicas o privadas 
sin fines de lucro: cooperativas, pequeños empresarios, contratistas unipersonales o no. Esto se encuentra 
redactado. Coincido plenamente con ello, me doy cuenta de qué es lo que está establecido, pero me gustaría 
dejar constancia de esto porque creo que es una herramienta muy importante que además tiene la 
consecuencia de que va a permitir el trabajo de emprendimientos cooperativos, cooperativas sociales, 
etcétera, pero creo que es un fuerte del proyecto de ley. También debemos prever que esto no enlentezca 
porque de repente en algún departamento no contamos con el volumen de este tipo de instituciones, públicas 
o privadas sin fines de lucro, lo que puede hacer que las obras sean más lentas Quisiera saber cómo están 
valorando este asunto. En cuanto a lo demás puedo decir que lo comparto plenamente. 


Por último, quisiera alguna opinión de tipo técnico porque hace unos días se expresó en Comisión que el 
artículo 47 de la Constitución de la República establece que el acceso al saneamiento y al agua es un derecho 
humano y que no podíamos obligar a la gente a que acceda a un derecho humano. De todas maneras, creo que 
el mismo artículo 47 nos obliga por el lado del medio ambiente cuando expresa: "La ley reglamentará esta 
disposición y podrá prever sanciones para los transgresores". Por lo tanto, me parece que es bueno 
aprovechar vuestra presencia para que estas cosas queden lo más claras posible. 


SEÑOR URIARTE.- Con respecto a la prórroga por razones socioeconómicas pensamos 
fundamentalmente en la situación en la que quien da los subsidios tiene que tener una disponibilidad 
económica para darlos porque puede existir una situación de gran cantidad de solicitudes de subsidios 
y no hay presupuesto para atenderlos. Esta es una situación que se puede dar y que hay que pensar 
muy bien. 


En cambio, no nos parece igual permitir la prórroga por razones de orden administrativo que también es 
posible. Además, todos estamos acostumbrados a que puede pasar tanto por culpa de la Administración como 


por culpa de la gente porque, como buenos uruguayos, vamos el último día a solicitar la conexión, cuando el 
plazo está por vencer. En esos casos, no hay tiempo material para ello. Sin embargo, la Administración 
tampoco puede exonerarse de su propia culpa. Yo creo que la Administración, por principio general, no puede 
imponer una multa cuando estuvo omisa en sus responsabilidades. Por eso, me parece que establecer esto es 
abrir el peligroso camino para que la Administración pueda decir que si no llega a instrumentar los 
mecanismos, se da la prórroga y ya está. 


Me preocupa más el tema socioeconómico en el que, de repente, no hay suficiente presupuesto para el 
volumen a atender o hay que dosificarlo por razones financieras. Creo que en el otro aspecto, llegado el caso 
de que la Administración no pueda cumplir sencillamente no puede aplicar una multa cuando es su 
responsabilidad. 


El artículo 8” refiere a situaciones de indigencia. Se entendió que las situaciones de pobreza pueden ser 
atendidas sin un subsidio sino a través de la financiación y de la tarifa social. Como ustedes saben, OSE hoy 
tienen una tarifa social que está prevista en el decreto. De todos modos, no se condicionó a que lo aprobara el 
MIDES. Por lo tanto, eso puede ser objeto de la reglamentación. 


Con respecto al planteo del literal D) del artículo 9%, la idea es que si uno contrata a un constructor, a una 
empresa pequeña o a una cooperativa para hacerse una casa el proceso sea integral. Ahí no se puede disociar 
y dejar fuera la parte de saneamiento porque uno lo que está haciendo es toda la casa. Lo que se acordó con el 
BPS es que cuando está pronta la casa y la red, hay que acomodar la sanitaria. Claro que si voy a hacer la 
casa desde cero, tengo que hacer el planteo y ahí ya entra a regir la norma. Por eso se planteó que se 
encuentren disociados del proceso integral de la obra y que se hagan sobre una instalación ya existente. Es 
decir que ya está incluida dentro del proceso integral de la obra. Reitero: estos fueron los condicionamientos 
que nos puso el Banco de Previsión Social cuando fue consultado. 


Respecto al artículo 47 no tengo la menor duda de que hay derechos sobre los que uno no tiene la libre 
disponibilidad, es decir, son irrenunciables. En primer lugar, antes de que existiera el artículo 47, ya el tema 
de la posibilidad de obligar al saneamiento estaba zanjado. La Ley N* 17.555 ya lo preveía como una 
obligación; simplemente, no le había puesto la sanción. Vamos a poner como ejemplo el cuidado de la salud, 
que es un derecho. Ahora bien: todo tenemos también determinadas obligaciones. Para trabajar tenemos que 
sacar el carné de salud, vacunarnos para poder acceder a las escuelas, etcétera. Acá se está protegiendo el 
derecho a la salud y al saneamiento no solo individual sino colectivamente. Por tanto, quien no se conecta al 
saneamiento está afectando el derecho colectivo, el que yo tengo si me quiero conectar. Creo que en este 
sentido no hay ninguna contradicción. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Quisiera señalar algunas cuestiones adicionales a los aspectos jurídicos y 
de orden administrativo, que me parece son tan importantes como estos. Es más, creo que para el 
Ministerio son una garantía las consultas planteadas por el señor Diputado Amarilla con respecto a 
docentes de Derecho Constitucional, pero también hay otras cuestiones que coadyuvan a la 
fundamentación y a la importancia de este proyecto de ley. 


Una de ellas refiere a algo que ya hemos conversado antes, que es el plan de conexiones al saneamiento y que 
es una de las líneas de actuación sobre el stock para darle valor a las viviendas y mejorar la calidad de vida de 
la población del país. Esto ya lo hemos presentado acá, pero creo que es el escenario de mayor relevancia 
para la aplicación de este proyecto de ley. Este plan requiere esencialmente de esta ley para tener toda su 
amplitud y el alcance que está planteado. Nosotros les trajimos un material que seguramente ya conozcan 
pero nos pareció bueno que pudieran contar con él porque es con el que se viene trabajando con cada uno de 
los Gobiernos Departamentales y con cada una de las organizaciones que conforman las mesas 
interinstitucionales en cada uno de los departamentos del país. Asimismo, venimos trabajando con todas las 
comunidades a las que hemos podido llegar en estos últimos tres o cuatro meses del año. 


Particularmente, ya hemos estado en Ecilda Paullier y en Tranqueras y ahora estamos en Young. Esperamos 
llegar a Florida a fines de mayo y en el correr del año estaremos en Tacuarembó y Paysandú. 


Este plan de conexiones, que requiere con suma urgencia de la aprobación de esta ley, fue diseñado en el 
marco de la integración de las políticas de vivienda y de las políticas sociales. ¿Por qué fue diseñado desde 
ese lugar de perspectiva de integralidad? Este plan de conexiones implica, en su implementación, que hay un 


relevamiento social y físico que va casa por casa; va a la casa de doña María y a la de don Juan. Se visita a 
cada uno de los vecinos y eso puede corroborarse en Tranqueras. La semana previa a turismo se visitó a todas 
las familias casa por casa. Un asistente social, un arquitecto, técnicos del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de OSE están viendo cuál es la situación para saber dónde está 
ubicado el pozo negro y cuál es la necesidad de la obra intradomiciliaria que hay que hacer para garantizar la 
conexión al saneamiento. Se busca que la familia tenga asistencia técnica en los lugares más recónditos del 
país. Estamos empezando por pequeñas localidades, que a veces tienen dificultades técnicas. 


Hoy por hoy, a nivel del país y en algunos departamentos, tenemos limitantes de profesionales que puedan 
asesorar y asistir técnicamente algunos de los programas. Se pretende atender a las familias de más bajos 
recursos y todo va a estar garantizado por el Ministerio en el plan de conexiones. 


Además de ese relevamiento casa por casa, se hace una entrevista que recoge también los datos de los 
ingresos e integrantes del núcleo familiar; luego, se comunican todos los costos de la obra y el plazo 
estimado. Se analiza el caso y se aplica la política de subsidios que tiene el Ministerio para todos sus 
programas. En el caso de esta política de subsidios, el Ministerio analiza los ingresos, el costo de la canasta 
básica de alimentos según lo que va determinando el INE, la cantidad de integrantes de la familia y se hacen 
los cálculos que corresponda per cápita para definir cuál es el porcentaje de subsidio que se aplica. En ese 
marco como bien decía el doctor Uriarte, se plantea aplicar subsidios totales en los casos que corresponda y 
subsidios parciales, cuando los ingresos del núcleo familiar así lo amerite. Es por ello que se hace esta 
entrevista familiar y en el lugar; aquí no hay una convocatoria ni una declaración de ingresos que 
posteriormente hay que salir a verificar. 


¿Por qué hay una integralidad en las políticas sociales y esto tiene otro impacto? Porque está pensado que la 
ejecución de las obras esté a cargo de las cooperativas sociales, para lo cual debe coordinarse con el 
Ministerio de Desarrollo Social. Hay que aclarar que no en todos los lugares existen cooperativas sociales y 
que cuando se forman, muchas veces están volcadas al área de servicios y no necesariamente a la industria de 
la construcción. En ciertas localidades con habilidades y tiempo suficiente, el Ministerio de Desarrollo Social 
junto con UTU que está trabajando con nosotros están garantizando la capacitación para que puedan 
perfeccionarse y ser parte de esta propuesta, aplicando toda la normativa de la seguridad social. En ese marco 
también estamos generando trabajo. Si así no fuera, se contrata empresas locales. 


Por ejemplo, la licitación de Ecilda Paullier se abrió el 12 de abril y van a trabajar empresas de la localidad y 
del entorno de San José; obviamente, eso genera fuentes de trabajo y de ingreso a la dinámica local. 


¿Por qué esto sigue estando dentro de la integralidad de las políticas sociales? Porque estamos capacitando. 
El Instituto Nacional de la Juventud también está participando en los relevamientos. La Cátedra de 
Acondicionamiento Sanitario de la Facultad de Arquitectura es parte de los relevamientos, pues se necesitan 
muchos recursos humanos para poder atender, como en el caso de Tranqueras, a mil doscientas familias; no 
sucedió lo mismo con Ecilda Paullier, porque se atendió a ciento ochenta familias. Entonces, la Facultad de 
Arquitectura con estos estudiantes de la Cátedra de Acondicionamiento Sanitario ha sido parte de estos 
relevamientos y el trabajo ya está terminado. Como dije, la localidad de Ecilda Paullier ya licitó el 12 de abril 
y empezaremos la obra no más allá de la segunda quincena de mayo; en Tranqueras, esperamos poder hacerlo 
en el mes de junio. Por lo tanto, necesitamos la aprobación de la ley para poder ejecutar las obras y facilitar la 
aplicación de los subsidios. 


Por otra parte, me parece importante señalar que venimos trabajando con el Ministerio de Salud Pública, en 
el marco de la inter institucionalidad. Hay indicadores de las policlínicas que están en los entornos donde 
reside la población que nos va identificando OSE, con viviendas que no están conectadas a la red. De ese 
modo, podemos conocer la situación a nivel sanitario, fundamentalmente de enfermedades que puedan 
derivar de la falta de conexión o por la contaminación. En ese marco y con esos indicadores, estamos 
haciendo una línea de base que nos permita conocer el impacto atribuido como efecto directo a la conexión 
del saneamiento. Sabemos que es muy alta y tenemos datos secundarios de otras experiencias. 


Por ejemplo, el Programa de Integración de Asentamientos Irregulares, en el caso de los barrios La Humedad, 
Misiones y en parte de Prado Español, tiene indicadores muy altos de que mejoraron sustantivamente con 
indicadores del Ministerio de Salud Pública a través de sus policlínicas todas aquellas enfermedades 
infectocontaglosas que se derivaban de la falta de conexión. Entonces, ahí también entendemos que el plan de 
conexiones va en línea con la mejora sustantiva de la calidad de vida. 


En el marco de la integralidad en que fue diseñado el plan de conexiones y que requiere de esta ley, debemos 
señalar que durante el mes de febrero hemos conversado con cada uno de los Gobiernos Departamentales 
algunos señores Diputados ya han participado para acordar los convenios marco; estamos resolviendo temas 
de plazos y de tramitación, algo que nos garantizará celeridad en la ejecución de los trabajos. Acá hubo un 
esfuerzo de dos organismos del Estado muy importantes, como el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y OSE, con normativas por cumplir para poder hacer el relevamiento en Ecilda 
Paullier, una licitación en tiempo récord, una licitación en abril y una obra en mayo. Quiere decir que en 
menos de un mes y medio vamos a iniciar las obras. Eso requiere de la ayuda de los Gobiernos 
Departamentales; cuando se apruebe la ley, habrá otras garantías. 


SEÑOR AROCENA.- Quisiera saber si OSE ha estado trabajando con el Congreso de Intendentes y si 
se ha llegado a algún acuerdo. 


Por otra parte, cuando hablamos de subsidios y de líneas de financiamiento ¿se incluye la parte sanitaria de 
las casas? Pregunto esto porque se habló de manera general acerca de los subsidios. Uno de los problemas 
que hemos visto todos no es la conexión en sí misma, sino que los baños se encuentran al fondo de las casas, 
sobre todo en localidades como la nuestra con edificaciones muy viejas. 


Se comentó que en algunas ciudades del interior había saneamientos domiciliarios conectados a redes 
pluviales, no declarados e ilegales. Particularmente en Florida tenemos la idea de que eso ocurre en un par de 
lugares y me gustaría saber si se tiene conocimiento y qué acciones se toman en esos casos. 


Por último, quiero referirme a la reparación de las calles y de las avenidas cuando se hacen los trabajos. En 
mi departamento veo que cuando OSE hace arreglos no me refiero a cuando hace algo nuevo y se levanta 
toda la calle o alguna conexión puntual, habitualmente, la reparación de la vía pública se demora muchísimo 
y genera inconvenientes a los ciudadanos. Entonces, me pregunto si no sería conveniente introducir en el 
proyecto un tiempo máximo de reparación de las calles que también obligue a OSE a llevarla a cabo. 


SEÑOR URIARTE.- Con respecto al Congreso de Intendentes, debo decir que no es que vengamos 
trabajando conjuntamente, sino que le hicimos una exposición y le distribuimos el proyecto. Estuvimos 
en una sesión en la que se manifestaron de acuerdo en que les mandáramos el proyecto para que le 
hicieran las observaciones correspondientes. Solo dos Intendencias lo hicieron y recogimos sus 
sugerencias en el texto; las demás nos dieron su conformidad. Es más: en las oportunidades en que 
hemos hecho recorridas, nos han manifestado su urgencia por que se apruebe esta iniciativa. O sea que 
no tenemos la menor duda de que tenemos un apoyo de todas las Intendencias. 


En lo que refiere a la sanitaria intradomiciliaria, precisamente, la idea de esta ley es ocuparse de eso. Lo más 
importante es que la gente pueda acomodar su sanitaria interna. Inclusive, cuando se están haciendo las 
conexiones se deja la entrada, para evitar que la realización de otros proyectos pueda afectar el caño. Lo que 
se busca a través de la financiación y el subsidio es que la persona redireccione todo el saneamiento de la 
cocina y el baño hacia el frente de la casa, cuyo costo ronda entre US$ 800 y US$ 1.000. Estos números no 
son solo nuestros, sino que también los manejan el Banco Mundial y el BID para este tipo de situaciones. 


Con relación a las pluviales, debo decir que una de las razones por las que pedimos esta ley es para poder 
accionar al respecto. Hoy por hoy, OSE no tiene potestades; es algo que está en el ámbito de las Intendencias, 
pero igualmente es bastante difícil identificar quién ha conectado las pluviales al saneamiento. Si OSE 
identifica esta situación, lo que puede hacer es efectuar la denuncia a la Intendencia y esta, a la vez, lo único 
que podría hacer es poner una multa. Por experiencia sabemos que esto implica un trámite complejo que, en 
muchos casos, tiene que pasar por la Junta Departamental y, en definitiva, no tiene mucha efectividad en 
cuanto a presionar a la gente. Entonces, esto da un elemento a OSE y a la Intendencia. En realidad, se lo da al 
Poder Judicial, porque conectar la pluvial a la sanitaria es muy grave. 


SEÑORA PEREYRA.- Hace un rato se preguntó si había convenios con las Intendencias por este tema, 
pero me parece que si este proyecto se transforma en ley no habría necesidad de firmar convenios con 
las Intendencias. De hecho, habría que cumplirlo sí o sí. ¿Es así? 


SEÑOR URIARTE.- Sí, es así. Igualmente, siempre hay una colaboración intrínseca. 


SEÑORA PEREYRA.- Eso está descontado, pero no hay necesidad de convenios. 
SEÑOR URIARTE.- No. 


La reparación de las veredas es una obligación que ya tiene OSE y la tiene que cumplir con o sin ley. Este es 
uno de los objetivos que tenemos que solucionar en lo que hace a nuestra mejora de gestión. Como muchas 
de esas actividades se han tercerizado por falta de personal o porque es más conveniente, a veces las 
empresas no cumplen y nosotros tenemos el expediente de multarlas y, de última, rescindir el contrato, pero 
el usuario se queda con el problema durante quince días. 


(Diálogos) 


——- Y así como nosotros multamos a las empresas, las Intendencias nos multan a nosotros. Así que no creo 
que sea materia de ley y, además, está previsto como una obligación. Es uno de los temas que tenemos como 
pendientes de solución y estamos trabajando para ello, pero no va a cambiar nada que se introduzcan en el 
texto de la ley. 


SEÑOR AMARILLA.- Volviendo al artículo 7” y a la diferencia que tiene con el artículo 6”, donde no 
hay multas específicas, pero sí parámetros específicos y, además, están claritos no dan lugar a ningún 
tipo de diferencias, quiero decir que tal vez en la Comisión podríamos trabajar para mejorar su 
redacción y establecer un parámetro que dé garantías a todos. Para ello, apelamos al Poder Ejecutivo 
y, por su intermedio, al Servicio Descentralizado, para que nos haga llegar el texto y podamos 
considerarlo. 


SEÑOR SIRI.- Nos comprometemos a mandarlo. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Me quiero referir a un tema que OSE conoce bien en el interior y es algo que 
no puedo dejar pasar, aunque olvidé mencionarlo en mi intervención anterior. 


Hay obras realizadas en convenio con Comisiones Vecinales y sucede con frecuencia que hay vecinos que no 
se conectaron en el momento en que se hizo toda la obra, la gestión y el trabajo vecinal colectivo, y ahora la 
ley lo obliga a conectarse e, inclusive, le da ciertas facilidades. ¿Cómo podemos resolver una situación de 
conflicto que se genera con los vecinos que trabajaron en la Comisión Vecinal, que pusieron su esfuerzo 
durante determinado tiempo y que ven que uno que no se conectó en su momento y no se sumó al trabajo se 
está conectando sin mucha complicación? Sé que es un problema difícil de resolver, pero es una situación 
real que se da y que la gente que trabaja en las Comisiones plantea con frecuencia. 


Expongo esto como una inquietud. Por lo menos en mi departamento la mayoría del saneamiento se ha hecho 
de esta manera y el planteo de los vecinos que trabajaron parece legítimo. Un problema similar se da con las 
obras de electrificación rural de UTE. Lo dejo planteado, no sé si tienen alguna opinión al respecto. 


Por otra parte, vuelvo al artículo 8%. Trato de imaginar cuál será el impacto que tendrá la ley en el futuro, es 
decir, cuando la gente vaya la ventanilla de OSÉE para cumplir con esta norma. Como explicó la asistente 
social Etcheverry, refiere a los planes de abordaje concreto que tiene el Ministerio, que apuntan a situaciones 
o localidades determinadas. Pero habrá otra cantidad de gente que estará por fuera de esas intervenciones, a 
la que no se les hará la visita domiciliaria y que irá a la oficina. En ese caso, ¿se exonera la tasa de conexión 
por parte de OSE? Hago esta pregunta porque no está establecido, o, por lo menos, no lo encontré 


En el artículo 8” se expresa que se podrá establecer financiamiento, que se refiere a las obras de conexión 
interna. Quisiera que se me aclarara de qué se está hablando para saber qué es lo que va a financiar. Hay un 
costo que cobra OSE por tasa de conexión, pero no conozco el monto. Se habla de exoneración de la tasa de 
conexión, pero eso aplica cuando el Ministerio interviene en determinados lugares, y la ley va a ser para 
todos. 


Por último, quisiera saber si ustedes disponen de algún relevamiento por departamento de cuántas viviendas 
frentistas a las redes no están conectadas. Eso nos permitiría calcular la cantidad de recursos humanos que 
necesitamos para llevar adelante las obras. Una cosa tiene que ver con la otra. 


SEÑOR URIARTE.- La tasa de conexión hace mucho tiempo que la venimos exonerando. Como 
ustedes saben, las tarifas de OSE se fijan por decreto del Poder Ejecutivo y en él se establece la 
posibilidad de que el organismo exonere la tasa de conexión. Desde hace prácticamente cuatro años y 
de forma continua, OSE ha venido prorrogando la exoneración de la conexión y la idea es seguir 
haciéndolo. No se ha suprimido la tasa de conexión para no quitar la posibilidad de cobrarla en el caso 
de que sea necesario o cuando se entienda que hay situaciones que habilitan a hacerlo. Puede ser que 
mañana digamos que se exonera exclusivamente a las viviendas, pero no a los comercios, o bien que se 
exonera a los pequeños comercios y no a otros negocios, a efectos de manejar una política social en ese 
sentido. Hoy por hoy, las exoneraciones han sido continuas, lo cual no quiere decir que se tiene que 
exonerar, porque, en realidad, en el decreto está previsto cobrar una tasa de conexión 


Por lo tanto, la idea es no renunciar a la posibilidad de cobrar la tasa de conexión, pero sí exonerarla e ir 
manteniéndola. 


En cuanto a las potenciales viviendas frentistas a la red para conectar, calculamos que hay unas cincuenta 
mil. Hay que aclarar que no están desbrozadas situaciones en las que puede haber un problema de cota y no 
se puedan conectar, y tampoco si en esa cantidad de potenciales viviendas hay algún terreno baldío. Estamos 
hablando de cincuenta mil padrones, que podrían abarcar una cifra de ciento cincuenta mil habitantes. 


Con respecto a los recursos humanos, a veces se nos generan problemas debido a que en este momento hay 
un auge de la construcción y un bajo nivel de desempleo. En ese sentido, hemos pensado algunas soluciones, 
pero hoy por hoy son difíciles de aplicar. Actualmente, a la gente ya no le interesa trabajar en las cooperativas 
sociales por el laudo, porque tiene ofertas más interesantes. Para solucionar la carencia de recursos humanos 
en algunos casos de saneamientos que se van realizar tenemos previsto ampliar la licitación y permitir que la 
empresa que está haciendo la red también pueda hacer la conexión privada. Establecemos esto como algo 
opcional para utilizarlo cuando no existen medios en la localidad para atender las conexiones. 


Con respecto a los vecinos poco solidarios por decirlo de alguna manera es muy difícil encontrar una 
solución. Pero he visitado Tacuarembó y Cerro Largo, donde mayormente los vecinos se juntan, crean 
Comisiones y colaboran, y han logrado que extendiéramos las redes. Generalmente se hace un acuerdo entre 
OSE, los vecinos y la Intendencia, que termina beneficiando a otros que no hicieron nada. Pero aquí lo que 
importa es el objetivo: que todos tengamos saneamiento. Hoy no tengo solución, y no creo que la 
exoneración de la tasa de conexión se pueda recoger en una ley. Hay que ver el tema de la exoneración de la 
tasa de conexión, pero más adelante. 


SEÑORA ETCHEVERRY.- Como bien dijo el doctor Uriarte, la población se va a poder dirigir 
directamente a las oficinas de OSE, y lo podrá hacer independientemente del Plan. 


El Plan de Conexiones tiene una meta establecida para este año de seis mil viviendas frentistas conectadas. El 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tiene diez equipos de arquitectos y 
asistentes sociales encargados del relevamiento, más un equipo de ingenieros de OSE, que realizan la 
capitación en cada una de las localidades en las que se va a hacer el relevamiento. Las apoyaturas se realizan 
con técnicos de OSE, con la Facultad de Arquitectura, que participa con la Cátedra de Acondicionamiento 
Sanitario, y con UTU, en cada una de las localidades donde hay disponibilidad de recursos humanos 
formados. Estos diez equipos de arquitectos y asistentes sociales hacen el relevamiento, entregan los 
formularios y los técnicos de OSE van haciendo en Autocad los proyectos que corresponden para pasar la 
cotización, la presupuestación, que luego muestran a la familia. La conexión intradomiciliaria, como bien 
decía el doctor Uriarte, es algo innovador en el Plan de Conexiones. No obstante eso, el Ministerio, a partir 
del relevamiento, va identificando las condiciones del baño, del servicio sanitario que tiene ese hogar. Se está 
orientando hacia los programas del Ministerio que están diseñados para cumplir estas necesidades, de tal 
modo que la mejora no solo esté dada solo por la conexión al saneamiento, sino que también tengan un 
servicio sanitario en buenas condiciones sobre todo en lo que hace a agua caliente y también a la conexión de 
cocina. Entonces, este plan de conexiones, a partir de la aprobación del presente proyecto de ley, tiene la 
posibilidad de empezar a implementar otros programas con poblaciones que van a empezar a integrarse y a 
acceder a estas facilidades. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de las autoridades del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de OSE. Obviamente, vamos a estar en contacto porque 
nos han planteado que enviarán algunos lineamientos. Ha sido un placer contar con ustedes. Las 
exposiciones que han hecho han sido muy ricas y, sin lugar a dudas, enriquecen el trato responsable de 
todo proyecto que debemos abordar. En nombre de la Comisión les estamos muy agradecidos. 


(Se retiran de Sala las autoridades del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y 
de OSE) 


(Ingresan a Sala los Catedráticos, doctores Marcelo Cousillas, Eduardo Esteva y Ricardo Gorosito) 


——— La Comisión de la bienvenida al doctor Ricardo Gorosito, Catedrático de Derecho Ambiental de la 
Universidad Católica del Uruguay, Dámaso Antonio Larrañaga; al doctor Eduardo Esteva, Catedrático de 
Derecho Constitucional de la Universidad de Montevideo, y al doctor Marcelo Cousillas, Catedrático de 
Derecho Ambiental de la Universidad de Montevideo. 


Les pido disculpas por haberlos hecho esperar casi dos horas; no era nuestra intención, pero a los efectos del 
tratamiento de este proyecto era importante para la Comisión tener primero la visión de la Administración 
para luego contar con el enriquecedor aporte de ustedes. 


SEÑOR AMARILLA.- Agradezco la presencia de los tres catedráticos que nos honran con su visita. 


Habíamos propuesto recibirlos a efectos de considerar este proyecto de ley, sobre todo en función de lo que 
se establece en la propia Constitución de la República y de lo que podría afectar o no la reglamentación por 
ley de un derecho establecido en la propia Carta Magna. Agradezco su presencia y la paciencia que han 
tenido por haber esperado. A su vez, anuncio que en unos instantes debo retirarme, pero no es una descortesía 
hacia los profesores, ya que vamos a tener en la versión taquigráfica su valioso aporte, que nos va a iluminar 
a la hora de legislar. 


SEÑOR ESTEVA.- Agradezco en nombre de la Universidad de Montevideo la invitación que nos ha 
hecho esta Comisión, a fin de brindar la opinión sobre este proyecto de ley desde el punto de vista del 
Derecho Constitucional. 


La opinión que les presentaré está fundada en una concepción contemporánea conocida como interpretación 
conforme con la Constitución del ordenamiento jurídico. Es decir: en tanto y en cuanto la Constitución es una 
norma pero es la norma de normas, ella proyecta consecuencias a la interpretación de todo el ordenamiento 
jurídico. Ese es, pues, el punto de partida que tomé para el análisis del proyecto. 


Naturalmente, el tiempo de que dispuse para la reflexión fue breve y por eso mi exposición será sintética. 


Entendí prudente hacer los comentarios, en algunos casos, artículo por artículo y, en otros, por grupos de 
artículos, por presentar problemáticas distintas. 


El artículo 1% declara de interés general la conexión a las redes públicas de saneamiento existentes en el país 
o a las que se construyan en el futuro. Desde el punto de vista legislativo ordinario, esto concuerda con el 
artículo 1% de la Ley_N* 17.283 del año 2000, que refiere específicamente a la problemática del medio 
ambiente, es decir, a una problemática más concreta que la que aborda este proyecto de ley, que refiere a 
cuestiones de salud o salubridad pública. Desde mi punto de vista, este artículo 1* se adecua al contexto 
constitucional, que está integrado por varias disposiciones, no solo por el primer inciso del artículo 47 en la 
redacción dada por la reforma constitucional de 1996, en cuanto declara de interés general la protección del 
medio ambiente. Esto también tiene que ver con el tercer inciso del artículo 47, en la redacción dada por la 
reforma plebiscitada en 2004, en cuanto declara que el derecho al saneamiento es un derecho fundamental 
terminología bastante atípica en el contexto de la Constitución uruguaya de 1967 y de todas sus enmiendas 
hasta el presente- y creo que esto también concuerda con el numeral 3 del artículo 85, en cuanto a que 
compete a la Asamblea General expedir leyes respectivas a la protección de todos los derechos del hombre o 
de los derechos humanos. Asimismo, concuerda con deberes constitucionales. Este es el caso del artículo 44, 
que refiere al deber de cuidar la salud y que alcanza a cada uno de los habitantes de la República, y con el 


deber que deriva del artículo 72 de la Constitución en cuanto a que es inherente a la personalidad humana 
cuidar todo lo atinente a la salud pública y al medio ambiente. 


Entonces, desde ese punto de vista, me atrevo a decir que el interés general que se menciona en el artículo 1* 
es real e incontrovertible, se proyecta al resto del articulado y es utilizable como elemento para la 
interpretación de las otras disposiciones. 


Brevemente me voy a referir a los artículos que van del 2” al 4”. Estos tres artículos, en verdad, refieren a la 
obligatoriedad de la conexión. Este es un tema con respecto al cual estuve tratando de revisar rápidamente los 
antecedentes y puedo decir que hay alguna innovación respecto del régimen de obligatoriedad jurídica 
vigente. Digo que es una innovación porque los artículos que se derogan refieren exclusivamente a 
propietarios de inmuebles y ahora se adicionan los promitentes compradores. Uno podría pensar si no sería 
posible imaginar otras situaciones jurídicas de relacionamiento con un bien inmueble, además de la 
propiedad o de la calidad de promitente comprador, que también hiciera obligatoria la conexión a la red. 
Según entiendo, por lo poco que he podido analizar el tema, si no hay universalidad en la conexión 
desaparece o se afecta la finalidad última del proyecto. O sea que aquí no hay innovaciones sustanciales: la 
obligatoriedad ya existía, aunque hay algunos ajustes en cuanto a plazos, lo que está establecido en los 
artículos 3% y 4”. Estos plazos parecen razonables y corren a partir de la publicación prevista por la ley, lo que 
compete a los órganos involucrados, que son la Intendencia de Montevideo o la OSE. Entiendo opinión que, 
naturalmente, resignaré ante una mejor fundada que estos artículos, 2*, 3* y 4%, superan el test de 
constitucionalidad en el sentido contemporáneo, o sea, el test de necesidad, de racionalidad y de 
razonabilidad, que es el que haría la Suprema Corte de Justicia si fuera impugnado alguno de esos artículos. 


Paso al artículo 5%. El proyecto dice que, en líneas generales, las Intendencias no podrán otorgar permiso de 
construcción en los casos que especifica. Ahí la primera reflexión en mi caso fue examinar si se configuran 
las razones de interés general, derivadas de la interpretación textual, contextual y teleológica de la 
Constitución vigente a partir de las enmiendas constitucionales de 1996 y de 2004. Creo que el artículo 
proyectado parte de la base de que la competencia de los órganos de los Gobiernos Departamentales, que son 
las Intendencias y las Juntas Departamentales, es constitucionalmente abierta. Esto porque los artículos 273 y 
275 de la Constitución determinan que la competencia de esos órganos es aquella que establezca la 
Constitución y aquella que las leyes les asignen. Por tanto, el artículo 5%, en cuanto al no otorgamiento del 
permiso de construcción por parte de las Intendencias Departamentales en caso de no estar acreditada la 
conexión a la red de saneamiento, me parece que se ajusta a la Constitución, que no irroga a los Gobiernos 
Departamentales y que, en defintiva, lo que hace es complementar el ordinal 21 del artículo 46 de la Ley 
Orgánica de los Departamentos, Ley N* 9.515 de 1935. 


Hasta ahora, entonces, los artículos que van del 1* al 5%, desde mi punto de vista, son perfectamente 
compatibles con las previsiones constitucionales. 


Ingreso a los artículos 6* y 7”, que prevén multas por incumplimiento de la obligatoriedad. Aquí encuentro 
una modificación sustancial respecto del régimen jurídico vigente, que prevé multas que van de 20 a 200 
Unidades Reajustables. El proyecto prevé, al contrario, una multa de generación mensual, que en términos 
técnico-Jurídicos es una especie de astreinte o de búsqueda de una sanción conminatoria para obtener el 
cumplimiento de la obligación legal que es la conexión, y que desde mi punto de vista puede configurar un 
problema de constitucionalidad. ¿Por qué razón? Porque no hay un tope, no hay un máximo de multa que 
acote esa generación mensual de una multa en forma continua hasta que se cumpla. Es obvio que la solución 
de la ley vigente que va de 20 a 200 Unidades Reajustables no fue satisfactoria, no logró el cumplimiento de 
la obligación, pero se me ocurre que puede haber instrumentos que posibiliten un tipo de sanción tendiente al 
cumplimiento, sin incurrir en ese posible defecto constitucional. 


Con respecto al artículo 8”, que refiere a líneas de financiamiento, simplemente voy a hacer una acotación 
muy lateral. Al final yo sugiero que diga: "(...) mediante la reglamentación correspondiente que dictará el 
Poder Ejecutivo o el Gobierno Departamental de Montevideo". En realidad, al hablar de OSE y de los 
Gobiernos Departamentales, parecería que en el tema regulado en este proyecto de ley tendrían competencia 
otros Gobiernos Departamentales que no sería el de Montevideo. 


(Interrupciones) 


——- Me estoy refiriendo a la parte final del artículo 8%, que refiere en general a los gobiernos 
departamentales y que establece líneas de financiamiento que pueden establecer OSE o la Intendencia. Eso 
podría ocasionar algún tipo de dificultad desde el punto de vista práctico, es decir, que se comenzaran a 
expedir normas basadas en esta autorización legal por un gobierno departamental que no sea el de 
Montevideo. 


Se trata de una pequeña sugerencia. 


En lo que tiene que ver con los artículos 9” a 12, que disponen excepciones al régimen establecido por el 
Decreto-Ley N* 14.411 de aporte unificado a la industria de la construcción, creo que no hay comprometida 
ninguna cuestión de constitucionalidad. Estimo que se trata de puntos que caben dentro de la materia del acto 
jurídico con forma de ley y que se relacionan con el mérito, es decir, con la oportunidad o la conveniencia de 
expedir el acto legislativo. Es algo que evalúa el legislador por algo que no tiene vinculación con el Derecho 
Constitucional; el Decreto-Ley_N” 14.411 establece un régimen muy particular y la creación de alguna 
excepción puede no posibilitar el cumplimiento de lo que establece el artículo en cuanto a que no se afecten 
los derechos de los trabajadores de la industria de la construcción. Es sabido que el trabajador de la industria 
de la construcción por el Decreto Ley N* 14.411, de aporte unificado, cobra licencia y salario vacacional por 
BPS, no por las empresas. Entonces, al hacer la aportación por Industria y Comercio, me parece que habría 
que evaluar si realmente es razonable la excepción al régimen general. 


La redacción del artículo 12, que refiere a la expedición de certificados por la Intendencia Departamental 
correspondiente, me parece dudosa porque el tenor literal refiere a todas las Intendencias es una observación 
similar a la del artículo 8 y quizás fuera conveniente ceñirlo a la Intendencia de Montevideo. 


El artículo 14 uno de los que más impacta en una primera lectura del proyecto establece la tipificación de un 
nuevo delito mediante la adición al artículo 224 del Código Penal relativo a delitos contra la salud pública. 
De acuerdo con mi breve reflexión del proyecto, los elementos del nuevo delito, contrastados con lo que 
surge del contexto constitucional, no merecen observaciones, no coliden con la Carta. Hay una tipificación de 
una conducta, hay determinación de un máximo y de un mínimo y hay previsión de circunstancias agravantes 
especiales. Quizás en lo relativo a la calidad de funcionario o de ex funcionario de OSE o de la Intendencia 
de Montevideo, pudieran darse en la aplicación práctica algunas hipótesis no imaginadas. Por ejemplo, que 
un funcionario de OSE que revista en Montevideo tenga una casa en Ciudad del Plata y participe del acto 
delictivo allí no sé si realmente es lo que se está buscando o que un portero de la Intendencia de Montevideo 
vea agravada su responsabilidad penal si tiene alguna participación en una conexión ilícita. 


En suma: no encuentro elementos que lleven a pensar que es inconstitucional. Fuera de mi especialidad diría 
que es un tema de política criminal que los señores legisladores, de acuerdo con la Constitución, tienen la 
potestad de considerar, evaluar y decidir. Si es prudente o no agregar figuras delictivas al Código Penal, es 
algo sobre lo que se ha debatido en otras áreas, como en el hurto de energía eléctrica, de señales de cable, 
etcétera. Es una cuestión de evaluación de los señores legisladores en cuanto al mérito, oportunidad o 
conveniencia del acto legislativo. Los extremos de constitucionalidad en la tipificación de un delito me 
parece que se cumplen. 


Respecto al artículo 15, de potestades inspectivas, quisiera hacer una sugerencia para aventar problemas de 
constitucionalidad. Cuando lo leí por primera vez, inmediatamente me vinieron a la mente los problemas 
prácticos que ha creado el literal B) del artículo 68 del Código Tributario con las potestades inspectivas de la 
Dirección General Impositiva. Ese artículo tiene lo que puede ser la llave de solución de la pequeña duda que 
hace referencia a la previsión del artículo 11 de la Constitución de la República sin nombrarla. De acuerdo 
con este artículo el hogar es un sagrado inviolable, entonces al prever determinadas hipótesis, como en este 
caso las potestades inspectivas, hay que tener presente que muchas veces, casi de ordinario, en este tipo de 
conexiones, va a haber un hogar involucrado. La prudencia indica ir a una solución similar a la establecida en 
el Código Tributario que establece expresamente que no alcanzan esas potestades; creo que menciona "el 
domicilio"; de acuerdo con la Constitución debería decir "el hogar". 


El artículo 16 merece un comentario menor que no es de constitucionalidad. Expresa que a partir del tercer 
año de promulgada la ley, el Registro de la Propiedad Inmobiliaria no inscribirá ningún documento por el que 
por cualquier título se trasmita el dominio de un inmueble sin la constancia notarial. Me parece que en la 
aplicación futura pueden surgir dificultades, en tanto y en cuanto los artículos 3" y 4” establecen plazos y se 
está previendo especialmente en el literal b) del artículo 4? que los tres años se cumplen con el literal a), pero 


cuando vamos al literal b), no sabemos cuándo va a empezar a correr el plazo, porque se trata de redes a 
construirse. Pareciera conveniente prever una solución alternativa, porque si no nos encontraríamos con 
cierta contradicción lógica: se construye una nueva red de saneamiento, hay un plazo por el literal b) del 
artículo 4* para publicar y difundir, un plazo para conectarse, pero los tres años se cuentan desde la 
promulgación de la ley. Si las redes se construyen dentro de cuatro años se nos pasaron los tres y el Registro 
no inscribiría si no tiene un instrumento para superar ese pequeño escollo. 


En general no hay objeciones de constitucionalidad, excepto con el tema de la multa que me genera la 
impresión de que no superaría un test de razonabilidad y de racionalidad desde el punto de vista 
constitucional. 


Agradezco el tiempo y quedo a vuestra disposición para cualquier aclaración o ampliación que quisieran 
solicitar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, agradecemos la elocuencia de sus palabras. Precisamente, 
respecto a la multa inclusive lo hablamos por una cuestión planteada por el señor Diputado Amarilla, 
de acuerdo con nuestro muy modesto entender máxime cuando nos encontramos ante tres 
excepcionales juristas de nuestro país, al tener naturaleza punitiva, al dejarle confiada a la 
Administración una amplia discrecionalidad, ¿no se estaría violando el principio de reserva de ley en 
virtud de no fijarse al menos por ley los mecanismos por los cuales la Administración pueda llegar a 
cuantificar el guarismo punitivo? O sea, si bien no se especifica el monto de la multa, sí se podrían 
determinar los mecanismos o índices que debe tener en cuenta la Administración a los efectos de fijar 
el guarismo punitivo y, de esa manera, eliminar este componente de discrecionalidad. 


SEÑOR ESTEVA.- Hay varios elementos involucrados. 


En primer lugar, hay un aspecto que no mencioné aquí. Hace unos meses, di una conferencia sobre las multas 
y el fundamento constitucional de las sanciones administrativas en general y uno llega a la conclusión de que 
la Constitución solo prevé sanciones para los funcionarios públicos; no hay ninguna disposición con 
fundamento constitucional que establezca facultades sancionatorias para la Administración. Eso nos lleva a 
actuar con pie de plomo en la regulación de estos temas. 


Pienso que este tipo de artículos puede englobar una delegación de atribuciones del Poder Legislativo que es 
inconstitucional. Si aquello que debe hacer el Poder Legislativo lo traslada al Poder Ejecutivo, a un Servicio 
Descentralizado o a una Intendencia como en este caso, genera problemas. 


Hay otro tipo de problemas. Según mis recuerdos, tradicionalmente, desde que existe OSE, la competencia 
está distribuida entre un Servicio Descentralizado por ende, sujeto a la tutela administrativa del Poder 
Ejecutivo y una Intendencia Municipal, en la jerga antigua Departamental en la jerga pos reforma 
constitucional de 1996. 


¿Cómo balancear todos esos elementos? Un intento fue el que realizó el artículo 61 de la ley que se pretende 
derogar al establecer una tarifa entre 20 y 200 Unidades Reajustables. Eso determinó que no fuera eficaz 
según expresa el Poder Ejecutivo en el Mensaje que acompaña el proyecto de ley para lograr el principio de 
la conexión. Personalmente por eso, dije que entendía que había inconstitucionalidad, y por varias razones, 
creo que es preferible una solución que marque en el texto de la ley los parámetros dentro de los cuales se 
pueda mover la Administración, sea la descentralizada o la Intendencia Departamental. Esto es delicadísimo 
aun porque cuando el legislador actúa en ese ámbito está caminando hablando pronto y mal por el pretil de la 
lesión de la autonomía del departamento de Montevideo ya que está regulando aspectos que hacen al 
Gobierno Departamental. 


Si hubiera un planteo de revisión constitucional de la Corte, me parece que el argumento contundente 
versaría sobre la inexistencia de tope, porque es muy difícil establecerlo ya que es en cascada. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Entiendo que hay un tope, que está determinado. En el artículo 6” se 
establece: "[...] una multa mensual equivalente al 100% (cien por ciento) de los consumos de agua de 
cada mes en cuestión [...]'. El consumo de agua tiene un tope; es un número concreto, que dependerá 
de cada caso. Es variable, pero se establece un tope. 


SEÑOR ESTEVA.- Es así, señor Diputado Rodríguez; mi observación se refiere a otro aspecto. En el 
mes de abril, ante cierta cantidad de metros y de consumo, se aplica el cien por ciento; en mayo, ante 
cierta cantidad de metros y de consumo, se aplica el cien por ciento. No encuentro el final. Sería hasta 
que conectara. Por eso, lo califiqué de astreinte: es una especie de sanción conminativa para el 
cumplimiento. 


Me hago cargo de la dificultad de encontrar una fórmula que permita obtener el resultado deseado, pero esa 
es una especie de multa en cascada que puede ser objetada desde el punto de vista de su constitucionalidad. 
Lo más parecido que se ha debatido en la doctrina de la Suprema Corte de Justicia uruguaya, que surge de su 
jurisprudencia, es el tema de los tributos. La Suprema Corte de Justicia ha dicho que no puede haber un 
tributo, impuesto, tasa o contribución confiscatorio. ¿Cuándo lo habría, en teoría, según esa doctrina 
constitucional? Cuando no hubiera un punto final para el tributo. No hay ninguna sentencia que haya 
declarado inconstitucional un tributo por esa razón, pero en el caso de esta multa puedo estar equivocado, me 
parece que no tiene un punto final. 


Habría que extremar la imaginación para encontrar una solución que balanceara todos esos elementos a fin de 
lograr que no hubiera una delegación inconstitucional en los organismos hecha por ley, que no hubiera lesión 
de la autonomía departamental y que no se diera la eventualidad de un control de constitucionalidad adverso. 


SEÑOR GOROSITO.- La Cátedra de Política y Derecho Ambiental de la Universidad Católica del 
Uruguay agradece a la Comisión de Vivienda, Territorio y Medio Ambiente de la Cámara de 
Representantes la invitación formulada para comparecer a dar su parecer al proyecto de ley de 
promoción de la conexión a las obras de saneamiento contenido en el Repartido que fue remitido por la 
Comisión, junto con la invitación. 


Como surge de la exposición de motivos del Mensaje fechado el 24 de noviembre de 2010, el proyecto es de 
iniciativa del Poder Ejecutivo y a través de él se pretende cumplir con los objetivos de solucionar las 
deficiencias comprobadas en la redacción de la Ley N* 17.555 algunas de las cuales han sido recientemente 
mencionadas por el profesor Esteva, otorgando una herramienta para que OSE y las Intendencias 
Departamentales puedan dar cumplimiento en forma eficiente a la disposición constitucional y al objetivo de 
preservar a nuestra población de los problemas sanitarios y medioambientales que sufren otros países por la 
insuficiencia de un sistema correcto de disposición de las aguas servidas, como se expresa textualmente al 
final del Mensaje del Poder Ejecutivo. 


Como en la generalidad de los temas que refieren al medioambiente y al desarrollo sostenible, el presente 
caso, el derecho ambiental, a partir de la recepción en la Constitución de las bases del paradigma holístico 
ambiental, integra esta regulación como cualquier otra en la materia dentro de una visión sistémica de las 
cuestiones que afectan al ambiente, al desarrollo sostenible y a la protección de los intereses y de los 
derechos, tanto de las presentes generaciones como de las generaciones futuras y de los derechos de la Tierra, 
en sí mismo considerados. Por eso, los señores Diputados advertirán una permanente insistencia en la lectura 
que haré, desde mi perspectiva de derecho ambiental y también desde la perspectiva del ordenamiento 
territorial y del desarrollo sostenible, de los textos que consideramos a la luz del paradigma ambiental 
institucionalizado, en base a una postura que sustenta una visión mucho más global de la que puede obtenerse 
desde perspectivas que tengan que ver especificamente con aspectos administrativos, civiles, económicos o 
técnicos. En tal sentido y desde el inicio del paradigma ambiental constitucionalizado, impone partir de la 
primera oración del artículo 47 de la Constitución que establece que la protección del medioambiente es de 
interés general y, a continuación, indica que las personas deberán abstenerse de cualquier acto que implique 
depredación, destrucción o contaminación grave del medio ambiente. 


En lo que específicamente se refiere a la materia del proyecto dentro de este contexto más amplio de la 
protección ambiental, en la Constitución se parte de la categórica afirmación de que el acceso al saneamiento 
constituye un derecho humano fundamental, como recién acaba de expresar el profesor Esteva. En este 
sentido, la invocación realizada en el Mensaje del Poder Ejecutivo al artículo 47, que enfatiza que el servicio 
público de saneamiento será prestado exclusiva y directamente por personas jurídicas estatales, si bien es 
absolutamente correcta tanto en su invocación como en las consecuencias jurídicas que en la exposición de 
motivos se estipulan, infelizmente omite reponer esta cuestión en el marco más amplio de la existencia, en la 
base del problema que el proyecto trata, y como una cuestión relativa a los derechos humanos. De esta 
cuestión metodológica se derivan algunas otras apreciaciones críticas a la exposición de motivos, sobre todo 


cuando en la misma se deslizan calificativos que pueden llevar a parcializar la perspectiva del tratamiento en 
tan relevante tema. Por ejemplo, cuando la exposición de motivos hace referencia a la importancia que el 
tema asume en las zonas de alta urbanización, donde se corre el mayor riesgo sanitario y de contaminación 
medioambiental lo cual no lo niego pero es una perspectiva bien parcial, esto no es necesariamente así desde 
el punto de vista ecológico que es el que debe presidir las políticas en este campo. 


Las urbanizaciones de tipo turístico residencial de alto consumo y gran lujo y por tanto de baja densidad, por 
su emplazamiento, pueden tener una potencialidad de daño al ecosistema y al medio ambiente que no pueden 
bajo concepto alguno ser autorizadas a desarrollarse sin la construcción de redes de saneamiento. En tales 
casos es improcedente que se puedan autorizar soluciones éticas o individuales por predio, lo que, por otro 
lado, es completamente inconstitucional por lo que hemos dicho, por la recepción de la visión ecosistémica. 
De allí que el tema de la urbanización constituya un agravante a la situación, pero no debería ser aquel el que 
único que nos motivara a legislar en materia de saneamiento, sino la protección del ecosistema en sí mismo, 
con independencia de la densidad de las actuaciones urbanísticas. 


En materia de caracterización ambiental del saneamiento en el texto constitucional, parto de la base de que la 
defensa del agua en todas sus utilizaciones posibles ha sido elevada por la Constitución de la República a un 
bien supremo, a tal punto que se lo vincula al valor vida. Y llamo la atención de los señores legisladores 
respecto a que el artículo 47 de la Constitución no habla del agua como recurso natural y esencial para la vida 
humana sino que lo hace para la vida en general, por lo tanto, para la vida de los animales, de los vegetales, 
del planeta en su conjunto. 


Por otro lado, lo que se ha declarado derecho humano fundamental es el acceso al agua potable. Ello debe 
entenderse como una particularidad dentro del derecho al acceso al agua en general, como partícipe del 
derecho a la protección del medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado. 


Tanto la regulación del agua como la del acceso al saneamiento tienen relación con la calidad de vida que se 
encuentra en el cerno mismo del derecho al medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado. 


El servicio de saneamiento también llamado de drenaje, según la definición del doctor Delpiazzo en su libro 
sobre derecho administrativo, consiste en la recolección, alejamiento y disposición de las aguas servidas y 
pluviales para su tratamiento, reutilización o reencausamiento sin deterioro del ecosistema, lo que 
ordinariamente se realiza a través de una red de alcantarillado, es decir, de la infraestructura de acueductos 
subterráneos destinados a recoger dichas aguas. A nivel del Derecho Comparado, el suministro de agua 
potable y el saneamiento, suelen ser considerados como servicios públicos municipales incluyéndose, en 
algunos países, entre los denominados servicios públicos domiciliarios. Agrega este mismo administrativista 
que en nuestro Derecho, si bien desde el punto de vista ontológico estos servicios reúnen las características 
de los servicios públicos, desde el punto de vista positivo no existió ese reconocimiento expreso hasta que la 
Constitución de la República los calificó en el año 2004, 


Más allá de esta perspectiva descriptiva del Derecho Administrativo, el Derecho Ambiental, partiendo de los 
textos de la Carta, llama la atención con relación a que a pesar de la calificación de servicios públicos que la 
Constitución formula, debe tenerse presente que las políticas de protección ambiental son cometidos 
esenciales del Estado al igual que las relativas al ordenamiento territorial, por lo cual estos servicios públicos 
se insertan en un contexto de ejercicio de cometidos esenciales del Estado, por lo tanto, irrenunciables y 
generadores de una situación de obligación del Estado a prestarlos. 


A partir de la Reforma de 2004 los servicios de agua potable y saneamiento deben ser prestados exclusiva y 
directamente por personas públicas estatales. La creación de la URSEA, de acuerdo con la Ley N* 17.598, 
caracteriza esta actividad en el mismo sentido que la definición doctrinaria del doctor Delpiazzo que 
habíamos manejado como la referida a la recolección de aguas servidas a través de redes y la evacuación de 
estas y su tratamiento en cuanto sea prestado total o parcialmente a terceros en forma regular o permanente. 


En la línea de los antecedentes históricos, las prestaciones de servicios a cargo de OSE en todo el territorio 
nacional, con excepción del departamento de Montevideo donde corresponde su desenvolvimiento al 
gobierno departamental, la prestación a cargo de particulares ha quedado vedada a partir de la Reforma de 
2004 como consecuencia de la exclusividad que se establece a favor de las personas públicas estatales para 
brindar el servicio público de saneamiento. 


En concordancia con lo manifestado por el doctor Esteva, entendemos que la obligatoriedad de la conexión al 
saneamiento, aunque sin una solución específica sancionatoria, había sido establecida por normas anteriores, 
inclusive aquellas que el proyecto de ley propone derogar como el artículo 4* de la Ley_N” 10.690, de 20 de 
diciembre de 1945, ley llamada Plan Berreta, norma contenida en el recordado Plan Berreta. El mismo 
estableció: "Declárase obligatoria la construcción de las obras sanitarias interiores para el uso del agua 
potable y la evacuación de las aguas servidas, así como la conexión de aquellas con las redes exteriores de 
cloacas y cañerías de distribución de agua, en todo edificio particular, nacional o municipal por cuyo frente 
pase la cañería ya construida o que se construya en el futuro". Observo un valor interesante de esta norma y 
es la redacción más objetivista que la norma que tenemos en consideración por cuanto habla de los edificios 
particulares nacionales o municipales, no califica la situación jurídica de vinculación del obligado con el 
inmueble sino que abarcaría cualquier situación que tuviera un particular con el edificio. 


La Ley N* 17.555 fue mucho más a fondo y, de alguna manera, me permito recordar que trabajé 
personalmente en esa ley y creo que fue remitida con mi firma al Poder Legislativo; desde luego esto no me 
inhibe de reconocer los defectos que, en la práctica, generó. En el artículo 61 esta norma establecía: "Es 
obligatorio para todos los propietarios de inmuebles que no se conecten a las redes de servicio de 
saneamiento, el pago de una tarifa, cuyo cargo fijo solo será exigible a partir de la realización de dicha 
conexión". 


Esta norma es derogada por el artículo 17 del proyecto y de la exposición de motivos surge que el actual 
Poder Ejecutivo entiende que el texto de la norma vigente tiene deficiencias comprobadas que ameritan su 
derogación, más allá de que dicho mensaje omite establecer las deficiencias que ha comprobado en la norma, 
de la lectura de la misma surge que es bien probable que los temas hayan estado en la aplicación más que en 
los temas derivados del texto. Como comentario adicional digamos que antes que la consagración de este 
texto del artículo 61 de la Ley N* 17.555 a nivel doctrinario habíamos sostenido que integrando esta materia, 
la protección ambiental y siendo la norma contenida en el Plan Berreta claramente protectora del medio 
ambiente, se encontraba amparado en el ámbito material de aplicación del artículo 453 de la Ley N* 16.170 
que permite al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente imponer multas y hacer 
cesar los actos de violación de la normativa ambiental por lo cual existía, desde nuestro punto de vista, y 
existe en el Derecho patrio una específica sanción para el incumplimiento de la falta de conexión a los 
servicios de saneamiento que no requeriría de esta ley para poder ser aplicada y que bajo ciertas condiciones 
podría aplicarse, incluso, al propio organismo público encargado de la prestación del servicio por mora en la 
realización de las obras necesarias, siempre partiendo de la base de que el Estado tiene el deber 
impostergable de prestar el servicio. 


Como comentario general, en los análisis que en el seno del equipo de la cátedra hemos hecho de esta 
iniciativa, así como de otras que la precedieron, se han planteado dudas entre los colegas con referencia a 
cuál es el verdadero y último sentido de esa norma y si la misma no tiene una finalidad dirigida a la 
necesidad de obtener y asegurar el repago para futuras obras, sobre todo de la Administración de Obras 
Sanitarias del Estado, más que el efectivo cumplimiento del mandato constitucional sobre el derecho humano 
fundamental al saneamiento, desde que el Poder Ejecutivo pudo haber utilizado esta oportunidad para la 
formulación de una política más consistente en este campo y que, entre otras cosas, debe asumir una 
respuesta a cuáles serían las responsabilidades del Estado en este campo y no únicamente las obligaciones 
que se deben generar para las personas. Entre otras que una política integral y una norma realmente 
ambiciosa en un sentido ambiental moderno debe enfocar el tema de la gratuidad u onerosidad de estos 
servicios de agua y saneamiento así como cuáles serían las condiciones en las cuales, aceptada la onerosidad 
de los mismos, el Estado podría cortar los servicios por mora en el pago de las obligaciones económicas. 


Esta lectura como ya se adelantó parte del análisis del artículo 47 de la Constitución, que establece el acceso 
al saneamiento como un derecho humano fundamental, perspectiva que coloca al derecho público ambiental 
y el desarrollo sostenible del Uruguay en una posición bien singular en el contexto del Derecho Comparado, 
en el que si bien se ha difundido la consagración del derecho al acceso al agua potable como derecho humano 
fundamental, viene siendo extraordinaria la consagración del derecho al acceso al saneamiento como tal. 
Partir de esta norma y de su texto no es una mera requisitoria metodológica o de preciosismo jurídico, es un 
deber de la hermenéutica constitucional y de todo operador del Derecho porque de allí surge, por la 
bilateralidad de las normas jurídicas, que al mismo tiempo que se establece un derecho se establece un deber 
del Estado, como bien se dice en el mensaje, con lo que se coloca al mismo en la situación pasiva o de 
sujeción a la prestación de servicios de saneamiento. Desde luego, este deber no se restringe al Estado; 


integrando la protección ambiental, es un deber de toda persona que integra el derecho a la protección en el 
goce de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. 


Tan esencial es el acceso al saneamiento y a estos derechos, que la Agenda 21, que es el instrumento que a 
nivel internacional significa una directriz política importante, le da una particular relevancia. Por lo tanto, sin 
desconocer la conveniencia del proyecto, nos parece que luego de aprobado, seguirá faltando una regulación 
integral de este derecho humano fundamental que contemple, entre otras cuestiones, el sabio principio 
recogido en el artículo 45 de la Ley N* 16.014 de 2000 de la República del Paraguay, que crea el Ente 
Regulador de Servicios Sanitarios (Ambientales), que establece que los servicios de provisión de agua 
potable y alcantarillado sanitario constituyen servicios complementarios y serán desarrollados 
armónicamente, tratando de evitar la instalación de servicios de agua potable sin alcantarillado y viceversa. 


De todas formas, conviene recordar que a partir de la Ley N* 18.308, Ley de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Sostenible, la lectura sistemática de los artículos 38 y 32 permite concluir felizmente que no solo 
existe en nuestro Derecho el deber de conexión sino el deber de construir las infraestructuras propias para 
hacer efectivo el derecho humano al acceso al saneamiento para las futuras urbanizaciones y 
fraccionamientos. Efectivamente, dentro del Capítulo III, "Facultades y Obligaciones Territoriales", el 
artículo 38 dice: "En todos los casos los instrumentos de ordenamiento territorial exigirán que las nuevas 
urbanizaciones y fraccionamientos antes de su autorización definitiva ejecuten a su costo, la red vial y la 
conexión a la red vial general para la continuidad de la trama existente, además de las infraestructuras 
indicadas en el literal a) del artículo 32 de la presente ley.- En caso contrario deberán otorgar garantía real o 
personal suficiente a favor del Gobierno Departamental por el valor de dichas infraestructuras [...]". Por su 
parte, el literal a) del artículo 32 referido, establece: "Suelo categoría urbana consolidado, cuando se trate de 
áreas urbanizadas dotadas al menos de redes de agua potable, drenaje de aguas pluviales, red vial 
pavimentada, evacuación de aguas servidas [...]". Resulta absolutamente claro que en ambos artículos se hace 
referencia a urbanizaciones y no a padrones, por lo cual la ley está reprimiendo la nociva práctica de 
construir pozos negros. 


Entenderíamos mejor que en el artículo 1” del proyecto se expresara "comprendida" en la declaración de 
interés general del artículo 47 de la Constitución la construcción de redes de saneamiento así como la 
conexión a las redes públicas de saneamiento existentes en el país o que se construyan en el futuro. 


En el artículo 2” no se entiende exactamente qué significa la oración final del literal c) cuando dice: "Solo 
podrán excepcionarse aquellos inmuebles que por la cota, no sean idóneos para el saneamiento por 
gravedad". Aunque ello pueda resultar más caro, parecería que son situaciones en las que, precisamente, el 
esfuerzo debe ser aún mayor. Entiendo que puede haber en esto algún razonamiento técnico que se me 
escape, de todas maneras tengo reservas respecto de la existencia de esta excepción y, peor aún, la eventual 
praxis que la existencia de la misma pueda generar. 


Respecto al artículo 3” no tengo observaciones. 


El literal b) del artículo 4” dice: "[...] La Administración de las Obras Sanitarias del Estado (OSE) o la 
Intendencia Municipal de Montevideo en su caso, podrán conceder prórrogas a la obligación de conexión 
prevista en el presente artículo, de acuerdo a razones de índole socio económicas que se establecerán en las 
reglamentaciones que se dicten". Me parece que sería más claro cambiar la expresión "razones" por 
"situaciones" que se "contemplarán" en las reglamentaciones que se dicten. 


En cuanto al artículo 6” me queda la duda respecto al caso de otras situaciones que no estarían comprendidas 
en la referencia subjetiva a propietarios o promitentes compradores de inmuebles. Por ejemplo, los 
poseedores, los que tienen el vínculo de posesión, en definitiva están comprendidos en la ley de Contribución 
Inmobiliaria que grava la propiedad o posesión; de manera que podría incluirse. Otra situación podría ser la 
del superficiario, aquel que está constituido en derecho de superficie. En este artículo también observo que 
tanto las Obras Sanitarias del Estado como la Intendencia Municipal de Montevideo quedan facultadas a 
imponer una multa mensual equivalente al cien por ciento. No me gusta la expresión "facultadas"; son 
poderes, deberes y, dada la hipótesis, debería generarse el deber de actuar. Estamos ante un caso en el que 
está actuando la protección ambiental y no me parece que la facultad pueda conllevar, sancionar o no o que 
se amplíe el margen de discrecionalidad; no lo veo conveniente, más allá de participar íntegramente de 
aquellas críticas que indican que hay que trabajar el artículo para hacerlo garantista al tenor de la 
Constitución. Además, al final del artículo agregaría una mención al artículo 453 de la Ley N* 16.170 o 


hacerlo más genérico porque, tal como está prevista esta norma, el tema queda en la sanción pero no se actúa 
para corregir o remover el acto que afecta al medio ambiente. Me gustaría que quedara claro, sobre todo 
porque cuando se define el delito se establece "si la conducta se realiza mediante la producción de un daño a 
la red existente" y "si la conducta ocasionare un perjuicio o perturbación del servicio a otros usuarios". 
Habría que ver la manera en la cual actos de este tipo pueden afectar la protección ambiental en general y, en 
ese caso, habría que procurar que no solo se multara sino que se hiciera cesar la situación negativa. 


En el artículo 7% no me queda claro el sentido de la primera oración y tal vez habría que prever la situación en 
que existiera solo servicio de OSE. Dice así: "Para el caso de propietarios o promitentes compradores de 
inmuebles con destino comercial o industrial que tengan abastecimiento propio de agua (aún cuando tengan 
también servicio de la Administración de las Obras Sanitarias del Estado [...]". No me queda clara la hipótesis 
de que tengan solo abastecimiento de OSE. 


En el artículo 8” se dice que se faculta a Obras Sanitarias del Estado o a la Intendencia Municipal de 
Montevideo a establecer subsidios totales o parciales para las situaciones de indigencia. Me parece que en 
caso de situaciones de indigencia la ley ya en sí misma debería generar una absoluta exoneración porque no 
entiendo cómo es posible que en una situación de indigencia alguien pueda pensar que se puede facultar al 
Estado a cobrar el saneamiento o el agua potable. La palabra indigencia es demasiado fuerte como para que 
se faculte en situaciones de indigencia a cobrar o no cobrar. Creo que estas situaciones deberían ser de cargo 
de la sociedad, aunque, por supuesto, esta es una cuestión más estimativa que jurídica. 


Si nos ponemos a pensar, desde el artículo 9” en adelante se está hablando de aquellas obras que tienen que 
ver con usuarios de escasos recursos. El artículo 11 contiene una frase que no entiendo bien. Allí se establece: 
"Cumpliéndose con las condiciones precedentes" en materia de esas obras "las obligaciones de seguridad 
social se regularán conforme al régimen general de las actividades de la Industria y Comercio [...]". De 
pronto se trata de una cuestión de comprensión mía, pero tal vez sea mejor aclararlo. 


Finalmente, comparto la reserva respecto al literal c) del artículo 224 en la referencia al agravante de "ex 
funcionario de la Administración de las Obras Sanitarias del Estado (OSE) o de la Intendencia Municipal de 
Montevideo". Es cierto que el acto es grave, y es cierto también que el hecho de haber tenido algún vínculo 
en el pasado con estas instituciones puede hacer que el dolo reluzca como más evidente. Pero hay que tener 
cuidado; estamos hablando de una situación que puede haber sido momentánea, lejana en el tiempo y demás. 
Eso ya implicaría la posibilidad de hacer jugar un agravante. 


Con relación al artículo 15 entendemos la misma observación realizada por el doctor Esteva, aun cuando nos 
gustaría que de alguna forma se aclarara en el texto la posibilidad del contralor judicial de este tipo de 
actuaciones. 


Finalmente, en el artículo 16 volvemos a insistir con la posibilidad de que las normas hayan sido concebidas 
de manera reduccionista y se estén manejando solo a la transmisión por cualquier título del dominio del 
inmueble cuando en realidad podrían darse otras circunstancias como el derecho de superficie y algunas otras 
situaciones sometidas a registro que podrían y deberían ser tomadas en cuenta. 


Es cuanto tenía que manifestar y quedo a las órdenes de la Comisión para cualquier aclaración. 


SEÑOR COUSILLAS.- En primer lugar, es un gusto participar desde la Cátedra de Derecho 
Ambiental de la Universidad de Montevideo y colaborar con la Comisión en el análisis de este proyecto 
de ley. 


Creo que ha quedado evidente que el tema del saneamiento es muy importante para el ambiente y relevante 
desde el punto de vista del Derecho Ambiental. Usualmente mencionamos el agua, el acceso, la regulación y 
los derechos sobre el agua y muchas veces olvidamos la evacuación, consecuencia que el saneamiento reviste 
gran trascendencia desde el punto de vista ambiental. El propio Mensaje del Poder Ejecutivo lo menciona 
utilizando un giro del medio ambiental que me parece poco adecuado, pero es correcto que el Poder 
Ejecutivo señale que este tema es de relevancia para el ambiente así como para el financiamiento y el coste 
de las propias redes que se han implantado. 


Entonces, deberíamos situar la finalidad de este proyecto de ley en dos grandes objetivos: asegurar que una 
inversión que realiza el Estado en una red de saneamiento sea utilizada por los potenciales usuarios para que 
a su vez pueda ser repagada o financiada, pero también que esa red sea usada para que su no utilización no 
derive en afectaciones al ambiente. 


Este proyecto de ley básicamente pretende imponer una obligación la obligación de conexión porque alguien 
no ejerció su derecho a tener servicio de saneamiento, que es estar conectado. Yo diría que al no ejercer ese 
derecho está incumpliendo su deber de no afectar el ambiente, seguramente en todos los casos. Algunos me 
dirán que es en la mayoría de los casos y otros pensarán que es en algunos, pero cualquiera sea el caso la 
relevancia ambiental está presente y debe ser tenida en cuenta. 


El proyecto de ley pretende hacer realidad estas obligaciones y estos derechos desde el punto de vista 
práctico. Creo que tenemos que mirar el proyecto de ley con mucha practicidad y ver si los instrumentos y las 
disposiciones que contiene pueden hacer realidad estas obligaciones y estos derechos en forma ágil para la 
Administración. 


No voy a reiterar aspectos que se han planteado muy bien por quienes me antecedieron en honor a la 
brevedad y al tiempo que ustedes han dedicado a esto, pero quiero detenerme en dos aspectos que son, a mi 
modo de ver, relevantes desde el punto de vista ambiental, que tal vez, en alguna medida, puedan contribuir a 
solucionar algún aspecto del proyecto. 


En alguna oportunidad en que tuve que intervenir sostuve que esta obligación de conexión no solo existía 
legalmente sino que además estaban previstas en la legislación ambiental nacional herramientas 
administrativas como para hacer realidad esa conexión e imponer sanciones al infractor. Eso lo sostuve 
llegando al punto que, aplicando la legislación vigente, se podía llegar a obligar a la conexión o a que el 
organismo competente la hiciera a costo del incumplidor. Nuestra legislación ambiental establece eso; la 
legislación ambiental uruguaya no solo le importa imponer sanción al incumplidor sino efectivizar la medida 
que asegure proteger el ambiente. De lo contrario, no cumpliría su finalidad. 


Entonces, si sostuve que en base a la legislación vigente y con normas administrativas solamente se podía 
llevar a cabo eso, mi aspiración sería que este proyecto de ley nos permitiera llegar al mismo fin. Creo que el 
proyecto de ley en su texto pierde de vista algunas de las características que tenía el Mensaje. Y cuando el 
Mensaje nos decía que su objetivo era repagar, asegurar el financiamiento y proteger el ambiente, me parece 
que el texto no guarda el mismo equilibrio. Es mucho más asegurarse el financiamiento y el repago y no 
necesariamente asegurar la protección de ambiente porque no logra el fin de conexión y queda con la 
sanción. 


Si vemos los artículos 6” y 7%, podremos advertir que se establece una sanción importante. Uno podría pensar 
que la sanción podría llevar al infractor a cumplir y conectarse. No vamos a entrar ahora en la teoría de las 
penas y las sanciones, sobre lo cual hay todo un desarrollo acerca de si verdaderamente asustan al presunto 
incumplidor u obligan al incumplidor a cumplir. 


Me parece que la sanción tiene que guardar razonabilidad con la infracción, no puede ser desmedida y debe 
tener límites, tal como se expuso anteriormente. Pero debemos contar con un mecanismo que nos permita que 
se cumpla la finalidad, que es la conexión, y no creo que exclusivamente deba ser la sanción. El derecho 
comparado muestra si bien es cierto que la mayor parte de los servicios de saneamiento son de carácter 
municipal y no sé si eso es una diferencia a tener en cuenta en este momento que cuando el obligado a 
conectarse no cumple puede existir una sanción, pero previa intimación, la obra de conexión es realizada por 
el organismo a costo del infractor. La finalidad de la conexión es proteger el ambiente. 


Ustedes me pueden decir que vamos a hacer que el organismo gaste más de lo que ya gastó. Así es; vamos a 
hacer que gaste un poco más para asegurar la conexión. Esto que estoy diciendo ya está previsto en la 
legislación vigente. Por lo tanto, mi conclusión debe ser que este proyecto de ley da un pequeño paso atrás. 
Ustedes también podrán decirme que si esto está en la legislación vigente, no hay que establecer nada. No es 
así, porque todo el andamiaje para llegar con la legislación vigente a hacer realidad la conexión al 
saneamiento del incumplidor es complejo: tiene que intervenir la Dirección Nacional de Medio Ambiente del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y no solamente OSE; probablemente, 
también deba intervenir algún Juez. Tendríamos que hacer un juego de normas y competencias que está 
vigente, pero que no es sencillo. 


Al comienzo, dije que la idea de este proyecto de ley es que debería ser práctico; tendría que hacer posible 
los derechos y obligaciones que figuran en la Constitución. Es por ello que me parece que a este proyecto de 
ley le falta una previsión expresa que establezca que ante el incumplimiento del obligado, además de la 
sanción y probablemente previa intimación, el organismo competente deberá realizar a su costo la conexión y 
trasladarlo por algún mecanismo que la ley prevea. No podemos permitir que el organismo haga un juicio 
para recuperar los costos; debemos dar un mecanismo ágil de recuperación, que podrá ser a través de la 
misma tarifa o del recargo en otro tipo de tributo. Creo que este es un punto muy importante. 


Sé que puede haber gente que piense que no es bueno recargar al Estado con más obligaciones o darle tareas 
que deben estar en manos de los propios involucrados. Yo comparto esa idea en general pero, en este caso, 
me parece que el proyecto tiene una pata menos; de alguna manera, me parece que el proyecto da un pequeño 
paso hacia atrás si no consagra este elemento que aparece en disposiciones vigentes y en el derecho 
comparado. 


En tal sentido, tengo las mismas dudas sobre la creación de una figura penal, como mencionó anteriormente 
el doctor Esteva, y de vuelta creo que no es el momento de ingresar en la teoría de las penas o de la política 
criminal. Pero si se va a establecer un delito a través del artículo 224 bis del Código Penal y si la finalidad de 
este proyecto de ley no solo es financiera sino también proteger el medio ambiente, entonces, uno de los 
agravantes que debería figurar por lo menos entre los literales de la redacción que se pretende dar al 

artículo 224 bis a través del artículo 14 de este proyecto de ley, es la afectación del medio ambiente. De lo 
contrario, volvemos a no plasmar en el texto la finalidad del mensaje del Poder Ejecutivo. Entonces, al 
proyecto le importa el daño a la red, la perturbación a los vecinos, que sea funcionario o ex funcionario de 
OSE y no que se afecte el ambiente 


Reitero: si se va a crear un delito parece que sí, debería contemplar ese aspecto. 


Estas son las dos cuestiones que desde el derecho ambiental me parecen fundamentales y, si no son recogidas 
en el proyecto, este no cumplirá con el objetivo que el Poder Ejecutivo marcó al remitirlo. 


Me permito decir dos menciones de menor entidad, y una es terminológica. 


Creo que deberíamos acostumbrarnos a no utilizar el giro "Intendencias Municipales", especialmente después 
Departamentales y cuando se refiere al Intendente, lo hace a secas. A lo sumo, si se quiere ser didáctico, se 
podría hablar de Intendencia Departamental, pero tampoco sería una denominación correcta. 


De la misma forma, las referencias a "DINASA", Dirección Nacional de Agua y Saneamiento que tal vez 
fueran correctas en el momento en que el proyecto fue remitido por el Poder Ejecutivo, no son correctas hoy. 
La Ley de Presupuesto, a partir del 1? de enero, dio como denominación a esta Dirección DINAGUA, es 
decir, Dirección Nacional de Agua. Por lo tanto, sería bueno que se recogiera esto. 


Otro aspecto que también puede resultar menor con respecto al derecho ambiental, tal vez marque una 
pequeña diferencia con lo que decía el doctor Gorosito. Yo creo que referirse en el artículo 2" de la ley a 
"sujetos propietario y promitente comprador" es un avance respecto a la legislación anterior. En realidad, la 
legislación más antigua hacía referencia al objeto edificio. Y cuando se hace referencia a objetos, muchas 
veces no se sabe quién es el obligado. ¿Quién es el obligado para que un edificio esté conectado? Yo prefiero 
la claridad del sujeto. De todos modos, creo que los sujetos que están aquí descritos son acotados y que 
deberían alcanzarse otras situaciones, como se mencionó anteriormente. 


De la misma forma y consistentemente con esto, si no se amplían los sujetos, entonces, el artículo 8* y las 
referencias a la indigencia deberían mirarse con cuidado. Digo esto porque estaríamos hablando de obligados 
a conexión que son propietarios o promitentes compradores de un inmueble y que la ley califica de indigentes 
o que establece que se les podría dar un subsidio en la medida en que sean indigentes, pero son indigentes 
propietarios de un inmueble. 


SEÑORA PEREYRA.- Allí pueden estar contempladas situaciones de regularización de asentamientos, 
como el caso del PIAL, por ejemplo. La regularización de los asentamientos se hace a partir de un 
programa y de un préstamo del BID. El último paso es la titularidad de cada uno de los habitantes de 
ese barrio. Por lo tanto, deberíamos analizar las distintas situaciones que se dan en esos barrios, 


porque algunos pueden estar conectados con una financiación de OSE y otros, no. Yo lo sé porque 
conozco la situación, pero ustedes no tienen por qué saberlo. Me parece que con esto se quiere 
contemplar ese tipo de situaciones que se dan en todo el país relativas a la regularización de los 
asentamientos. 


SEÑOR COUSILLAS.- Agradezco la intervención de la señora Diputada. 


Comparto la finalidad de esa exención en casos como el del PIAI u otros programas que puede llevar 
adelante el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o la Agencia Nacional de 
Vivienda, pero creo que la ley es contradictoria al establecer el carácter de propietario o promitente 
comprador en el artículo 2” y, luego, habilitar el carácter de indigente en el artículo 8%. Si ampliamos el rango 
de sujetos obligados, entonces, el artículo 8” tendría más sentido, porque un ocupante podría estar en la 
misma situación. Personalmente, creo que un edificio con ocupantes seguramente tenga servicio de agua 
potable, por tanto, debería tener y debería ser obligado a tener conexión. Pero, lo tendrá que hacer el Estado a 
su costo y tratar de cobrarse del inmueble o tendrá que dar subsidios, tal vez totales, para que esa gente 
pueda, en carácter de ocupante, hacerse cargo de la conexión. Creo que están muy relacionados los 

artículos 2* y el 8” para que la ley tenga cierto equilibrio interno. 


Finalmente, quiero agradecer la oportunidad en nombre propio y en nombre de la Universidad de Montevideo 
de poder colaborar. 


SEÑORA PEREYRA.- Quiero agradecer nuevamente que hayan concurrido para colaborar con 
nosotros. 


Yo soy maestra y, por lo tanto, no tengo el conocimiento que ustedes han volcado, a efectos de dilucidar cuál 
es la mejor redacción para este proyecto de ley. Sin duda, con la exposición que ustedes han realizado nos 
enriquecemos todos y no solamente es bueno para esta ley, sino para nuestro trabajo en general. Considero 
que vincularnos con las cátedras y con la gente que sabe del tema nos va a permitir mejorar la calidad de las 
leyes y evitar incurrir en errores desde el punto de vista formal. Uno conoce el objetivo político y lo tiene que 
ir trabajando a partir de lo que indica la Constitución. Seguramente, los volveremos a citar a ustedes y a otros 
especialistas de su nivel cuando discutamos nuevos proyectos de ley. En mi caso personal, que estoy 
haciendo mis primeras armas en el Parlamento ya lo hicimos en la Junta Departamental, es muy valioso el 
asesoramiento y lo sumo al objetivo político, que es fundamental. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Quiero agradecer su visita y creo que han aportado una cantidad de insumos 
para razonar sobre esta cuestión. Tal vez, deberíamos discutir algunas cosas, pero de todas maneras 
quedan plasmadas en la versión taquigráfica y las vamos a leer. Seguramente, vamos a tomar algunas 
de las sugerencias que nos han hecho porque son de recibo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como Presidente de esta Comisión, quiero sumarme a las palabras de los 
señores Diputados que me antecedieron en el uso de la palabra. Adhiero también a lo expresado por la 
señora Diputada Pereyra, que ha dicho que hoy ha aprendido mucho. 


Considero que las intervenciones que han hecho ustedes tres acerca de este tema han sido magistrales y 
esclarecedoras. Yo soy abogado y durante mi carrera he leído sus libros y aprendido de sus conocimientos; 
obviamente, somos sus alumnos. A la hora de tratar proyectos de esta importancia, el asesoramiento que nos 
han brindado es fundamental. En Facultad tenía un profesor que decía que el legislador era una especie de 
Capitán Garfio, porque de forma apresurada, por querer encontrar una solución, lo primero que hacía era 
sancionar una norma sin el debido debate responsable, sin escuchar a los especialistas en determinadas 
materias, tanto en lo fáctico como en lo jurídico, como en este caso. Sin duda, al Gobierno le urgen tener 
estos temas operativos, pero en la medida que aquí no se le dé un tratamiento responsable y se escuche y 
actué en consecuencia de las salvedades jurídicas, como las que han hecho mención ustedes, más que dar una 
solución, podemos estar transfiriendo un montón de dificultades que entorpezcan lo que todos los 
ciudadanos, los habitantes de nuestra República están esperando. 


Como Presidente, vuelvo a agradecer a los tres catedráticos, juristas de nuestro país que nos hayan brindado 
su asesoramiento. Seguramente, cuando aparezcan proyectos que involucren sus áreas, serán convocados 


nuevamente. 


(Se retiran de Sala los Catedráticos de Derecho Constitucional y de Derecho Ambiental de la UDELAR, 
UCUDAL y UM) 


SEÑORA PEREYRA.- Quiero trasmitir una preocupación. La necesidad de evacuar todos estos temas 
fue de la oposición y quienes estábamos éramos los Diputados del oficialismo, y el señor Diputado 
Silvera Araújo, que preside la Comisión. Nos habíamos comprometido todos; nosotros asumimos el 
compromiso y nos tomamos en serio este trabajo, pero nos quedamos solos los que estamos seguros de 
votar este proyecto. Estamos evacuando las dudas y la oposición se ha perdido la riqueza, más allá de 
que se pueda leer en la versión taquigráfica, de los aportes que nos han hecho los catedráticos. Hay una 
falta de respeto a los compañeros de la Comisión, porque quienes necesitaban estas aclaraciones y esta 
información extra nos dejaron solos. No está bien. Nosotros cumplimos con nuestra obligación, no 
habiendo sido quienes pedimos esta instancia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que estuve presente no solamente por ser Presidente de la 
Comisión, sino porque estaba interesado en el tema. Como siempre lo he sostenido, los temas deben ser 
discutidos en un ámbito responsable. No me corresponde justificar a ninguno de los compañeros de mi 
Partido. Yo estoy presente por el hecho de que para mí era fundamental escuchar la opinión de los tres 
juristas que estuvieron anteriormente, porque a la hora de trabajar sobre este proyecto podré aportar 
o no en la medida de lo que han sido sus intervenciones y de alguna interrogante que le planteamos. No 
quiero ni me corresponde justificar ausencias. 


Dejamos encomendado a Secretaría que busque los horarios a fin de recibir a las otras delegaciones. 


Se levanta la reunión. 


Tí maana dal mia da nádcin a 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


